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Por moción de los señores Senadores Atchuga- 
rry y Millor, el Senado declara la urgencia de 
estos temas y su consideración inmediata. 


14) Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para de- 
signar un miembro del Directorio del Banco de 
Seguros del Estado ...omooocoonoonnonnnonnrinccnoconorioconconocons 


El Senado, en sesión secreta, concedió venia al 
Poder Ejecutivo para designar a un miembro del 
Directorio del Banco de Seguros del Estado. 


15) IMUSTVI oo.ononccnonoonononnononnononoononconcononcononcorononrononrnos 


Proyecto de ley por el que se sustituye el Im- 
puesto a los Ejes por el Impuesto al Uso de la 
Infraestructura Vial. 


En consideración. Sancionado. Se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


25 


25 


16) Emisión de bonos del tesoro cupón cero .....co.ooo. 


Proyecto de ley por el que se autoriza la emi- 
sión de Bonos del Tesoro Cupón Cero para ga- 
rantizar Operaciones de reestructura de deudas 
que acuerden deudores agropecuarios, industria- 
les y comerciales con las instituciones de inter- 
mediación financiera. 


En consideración. 


17) Se levanta la sesión .....ooooooonocsoosrononoconooroconosoconccnos 


Por moción del señor Senador Ricaldoni el Se- 
nado resuelve levantar la sesión y continuar la 
consideración del tema en estudio el día de ma- 
ñana, incluyéndolo como primer punto del or- 
den del día. 
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1) TEXTO DE LA CITACION 


«Montevideo, 6 de agosto de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 


sión ordinaria, el próximo martes 10, a la hora 16, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


19) 


29) 


49) 


ORDEN DEL DIA 


Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se reglamenta el ejercicio 
de la profesión de psicólogo. 


(Carp. N* 1364/99 - Rep. N* 883/99). 


Continúa la discusión particular del proyecto de 
ley por el que se regulan las técnicas de reproduc- 
ción humana asistida. 


(Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. Anexo 1/99). 


Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se declara falta laboral grave de la parte 
empleadora todo acto de violencia, injuria, amena- 
za, malos tratos, acoso sexual o cualquier otra vio- 
lación al deber del respeto de la personalidad físi- 
ca O moral del trabajador, cometidos por el em- 
pleador o representantes o por familiares. 


(Carp. N* 636/97 - Rep. N* 813/98. Anexo 1/99). 
Discusión particular del proyecto de ley por el que 


se declara que las trabajadoras públicas o privadas 
en estado de gravidez, no podrán ser destinadas a 


cumplir tareas que por su naturaleza pudieran afec- 
tarlas. 


(Carp. N” 1185/98 - Rep. N* 749/98). 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 


yectos de ley: 


37) 


6%) 


79) 


8%) 


9%) 


por el que se establece que el Ministerio del Inte- 
rior deberá hacer efectivo el pago de los aportes al 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales corres- 
pondientes a las remuneraciones que los funciona- 
rios perciben por tareas extraordinarias (artículo 
222 de la Ley N” 13.318 de 28 de diciembre de 
1964). 


(Carp. N” 1184/98 - Rep. N* 784/98). 


por el que se tributan diversos homenajes a inte- 
grantes de las Fuerzas Armadas y Policiales abati- 
dos en la lucha contra la sedición. 


(Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98). 


por el que se aprueba el Tratado sobre Asistencia 
Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de Canadá. 


(Carp. N* 1284/98 - Rep. N* 880/99). 


por el que se aprueba el Tratado de Asistencia Ju- 
rídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repúbli- 
ca y la República de Venezuela. 


(Carp. N” 1282/98 - Rep. N* 881/99). 


Continúa la discusión única de las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes al 
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10) 


11) 


12 


=— 


13) 


14) 


15 


= 


16 


= 


17 


— 


proyecto de ley por el que se prohíbe la introduc- 
ción al país de desechos químicos, biológicos o 
radiactivos. 


(Carp. N* 100/95 - Rep. N* 657/98). 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno de Canadá, para 
la Cooperación en los Usos Pacíficos de la Energía 
Nuclear. 


(Carp. N* 1549/89 - Rep. N* 896/99). 


Por el que se aprueba el Protocolo sobre Promo- 
ción y Protección de Inversiones Provenientes de 
Estados no Partes del MERCOSUR. 


(Carp. N* 794/97 - Rep. N* 892/99). 


Por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Malasia. 


(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 897/99). 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno del Estado de 
Israel para la Promoción y Protección Recíproca 
de Inversiones. 


(Carp. N” 1142/98 - Rep. N* 893/99). 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno de la República 
de Venezuela para la Promoción y Protección Re- 
cíproca de Inversiones. 


(Carp. N* 1267/98 - Rep. N* 895/99). 


Por el que se reglamenta el artículo 118 de la Cons- 
titución fijando plazos para la respuesta de los pe- 
didos de datos e informes. 


(Carp. N* 1052/98 - Rep. N* 904/99). 


Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se declara de interés nacio- 
nal la zona costera del balneario Aguas Dulces, 
ubicado en la 4ta. Sección Judicial del departa- 
mento de Rocha. 


(Carp. N” 1290/98 - Rep. N* 815/98). 
por el que se sustituye el artículo segundo de la 
Ley N* 16.995, referente a la asistencia letrada en 


las audiencias de conciliación administrativas. 


(Carp. N* 1410/99 - Rep. N* 942/99). 
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18) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales por el que se crea la Aso- 
ciación de Amistad Parlamentaria entre la Repúbli- 
ca y la República Arabe Saharaui Democrática. 


(Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99). 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Atchugarry, Bentancur, Bergstein, Brezzo, Canet, Carval- 
ho, Cid, Chiesa, Dalmás, Gandini, Garat, García Costa, 
Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Mallo, Mi- 
llor, Pais, Pereyra, Ponce de León, Quarneti, Ricaldoni, 
Sanabria, Santoro, Sarthou y Segovia. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Astori, 
Couriel, Hierro López, Michelini, Pozzolo y Virgili. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 21 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


«La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se habilita la realización de procedimien- 
tos de celada, para facilitar la prevención y combate 
del delito. 
-A LA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGIS- 
LACION. 


estableciendo determinados beneficios fiscales a las 
empresas que prestan servicios de carga. 
-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


por el que se autoriza la salida del país del Buque 
ROU «General Artigas» y Buque ROU «25 de Agos- 
to» y su tripulación para participar en el Viaje de 
instrucción de fin de cursos. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


por el que se aprueba el «Acuerdo sobre Extradición 
entre los Estados Partes del MERCOSUR» suscrito 
en Río de Janeiro, el 10 de diciembre de 1998. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 
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por el que se aprueba el «Acuerdo sobre Extradición 
entre los Estados Partes del MERCOSUR y la Re- 
pública de Bolivia y la República de Chile». 

-A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje comunicando 
la promulgación del proyecto de ley por el que se esta- 
blecen modificaciones al sistema de seguridad social 
del sector rural. 

-TENGASE PRESENTE Y ARCHIVESE. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería acusa 
recibo de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Senador Ronald Pais relacionada 
con los accidentes en las centrales nucleares. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR RONALD PAIS. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se designa «Sixto Silvino Correa Medei- 
ros» la Escuela Rural N* 33 de la 3a. Sección Judi- 
cial del departamento de Rocha; 


por el que se designa «Nélida Martínez de Torres» 
la Escuela Jardín de Infantes N* 242 de Cerrillos, 
departamento de Canelones; 


por el que se designa «República del Paraguay» la 
Escuela N* 67 del Pueblo Montes, departamento de 
Canelones; 


por el que se designa «Ibirapitá» el Centro de Pasan- 
tías Diurnas, del departamento de Canelones; 


por el que se designa «Rosa Ferrari de Ramos» la 
Escuela N* 33 del departamento de Canelones; 


por el que se designa «Serafín J. García» el Liceo 
N? 2 de la ciudad de Treinta y Tres; 


por el que se designa «Maestro Angel Dufaut» el 
Instituto de Formación Docente de la ciudad de Fray 
Bentos; 


por el que se designa «España» la Escuela N* 132 
de la ciudad de Melo; 


por el que se designa «México» la Escuela Jardín de 
Infantes N” 250 de Aguas Corrientes, departamento 
de Canelones; 


por el que se designa «Colectividad Italiana» la Es- 
cuela N* 111 de Pando; 
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por el que se declara el 18 de noviembre de cada 
año «Día Nacional de la Educación Especial». 
-A LA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


por el que se declara feriado no laborable, para la 
villa Solís de Mataojo, departamento de Lavalleja, 
el día 12 de agosto del año en curso, con motivo del 
125 aniversario de su fundación. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGIS- 
LACION. 


por el que se aprueban normas sobre la organización 
y control de las modalidades de juego que utilicen 
servicios telefónicos, postales o similares y se esta- 
blece un impuesto a sus ingresos. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


La Cámara de Representantes remite varias notas co- 
municando la sanción de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se designa con el nombre «Wilson Ferrei- 
ra Aldunate» el Liceo N* 2 del barrio Rivera Chico, 
departamento de Rivera. 


por el que se designa con el nombre «Tula Suárez 
de Cutinella» la Escuela Rural N* 83 de paraje «El 
Caño», departamento de Colonia. 

-TENGANSE PRESENTE Y AGREGUENSE A SUS 
ANTECEDENTES. 


El señor Senador Sergio Chiesa remite nota comuni- 
cando que se ha constituido en Sector Parlamentario 
Independiente. 

-TENGASE PRESENTE. 


La Comisión de Hacienda eleva informados los si- 
guientes proyectos de ley: 


por el que se sustituye el impuesto a los ejes por el 
impuesto al Uso de la Infraestructura Vial (IMUSI- 
VD 


por el que se autoriza la emisión de Bonos del Teso- 
ro Cupón Cero, con destino a garantizar operaciones 
de reestructura de deudas que acuerden deudores 
agropecuarios, industriales y comerciales con las ins- 
tituciones de intermediación financiera.- 
-REPARTANSE E INCLUYANSE EN EL ORDEN 
DEL DIA DE LA SESION DE MAÑANA MIERCOLES.» 


PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de i 
formes. 


(Se da del siguiente:) 


«De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución de la República el señor Senador 
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Sarthou solicita se curse un pedido de informes a la 
Corte Electoral, relacionado con un presunto operativo 
de reclutamiento de votos efectuado por el señor Ya- 
mandú Castro.» 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
«Montevideo, agosto 4 de 1999. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Licenciado Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De nuestra consideración: 


De conformidad con los Arts. 118 y siguientes de la 
Constitución de la República venimos a solicitar se cur- 
se el siguiente pedido de informes a la Corte Electoral: 


Habiéndose difundido públicamente («La Repúbli- 
ca» martes 3 de agosto de 1999) la existencia de un 
operativo de reclutamiento de votos bajo la forma de 
una actividad con remuneraciones calificadas como viá- 
ticos a quienes obtienen credenciales con sus respecti- 
vas fotocopias, a estar a lo denunciado serían efectua- 
das por un candidato a Legislador Sr. Yamandú Castro 
(Lista 46 de Pando), solicitamos se nos informe: 


1.- Si ese organismo ha cumplido alguna gestión o 
trámite a los efectos de la indagación de los hechos o 
verificación en su caso de la exactitud de los mismos. 


2.- Si ese organismo posee informe jurídico con re- 
lación a la calificación de tales hechos en el marco de la 
normativa de la Ley N* 7.812 que regula los delitos 
electorales (Art. 191 y concordantes) del 16 de enero de 
1925 y en el caso de tenerlo se nos remita copia de 
dicho informe y de la eventual resolución de la Corte si 
la hubiere. 


3.- Si ese organismo tiene posición asumida en cuanto 
a si el ordinal 5 del Art. 191 que tipifica como delito 
electoral «La violencia física o moral ejercida en el sen- 
tido de impedir, coartar o estorbar en cualquier forma el 
ejercicio libre y personal del sufragio...» comprendería 
la actividad difundida en el referido diario. 


4.- Si ese organismo ha formulado alguna denuncia 
en Sede Penal o en su caso lo ha puesto en conocimien- 
to del Ministerio Público a los efectos pertinentes. 


Sin otro particular, saluda a Ud. atte. 
Helios Sarthou. Senador.» 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 


licencia. 
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(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Pozzolo solicita licencia por el 
día de la fecha». 


-Léase. 
(Se lee:) 

«Montevideo, 10 de agosto de 1999. 
SEÑOR PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES. 
Lic. Hugo Fernández Faingold. 
PRESENTE. 

Sr. Presidente: 

Razones de salud me obligan a solicitar licencia por 
el día de hoy, solicitando la convocatoria del suplente 
correspondiente. 

Saludo a Ud. muy atentamente. 

Luis. B. Pozzolo. Senador» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 


-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde convocar al suplente respectivo, que lo es el 


señor Alvario Bentancur, quien ya ha prestado el juramento de 
estilo por lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita a 
pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Bentancur) 


-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente: ) 


«El señor Senador Virgili solicita licencia por el día 
de la fecha.» 


-Léase. 


(Se lee:) 


«Montevideo, 10 de agosto de 1999. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


Por la presente comunico a Ud. que por compromi- 
sos contraídos con anterioridad me veo imposibilitado 
de asistir a la sesión del día 10 de agosto de 1999, por 
lo que solicito licencia. 
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Sin otro particular, se despide de Ud. muy atte. 
Orlando Virgili Monti. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de los desistimientos 
llegados a la Mesa. 


(Se da de los siguientes:) 


«Los señores Hackenbruch, Batlle Bertolini, la doc- 
tora Reta, el contador Zerbino, el doctor Bluth, el con- 
tador Davrieux, los doctores Correa Freitas, Bastón, 
Opertti, Bado y Rodríguez comunican que, por esta vez, 
no aceptan la convocatoria de que han sido objeto.» 


-Queda en consecuencia convocado el señor Senador Quar- 
neti quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si 
se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Quarneti) 
7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Hierro López solicita licencia hasta 
el próximo 18 de agosto.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 10 de agosto de 1999. 
Sr. Presidente del Senado 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi consideración: 


Solicito al Cuerpo que usted preside licencia sin goce 
de sueldo desde el día de la fecha hasta el próximo 18 
de agosto. 


A la vez, solicito que se convoque al suplente res- 
pectivo. 


Sin más, saludo a usted atentamente 


Luis Hierro López. Senador.» 
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-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

S) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una nota de desis- 
timiento llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«El doctor Scavarelli comunica que por esta oportu- 
nidad no acepta la convocatoria de que ha sido objeto.» 


-Queda en consecuencia convocado el señor Senador Ro- 
nald Pais, quien ya prestó el juramento de estilo por lo que, si 
se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


9) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Couriel solicita licencia por el 
día de la fecha.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 10 de agosto de 1999. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold 


De mi mayor consideración: 
Por la presente, solicito licencia por el día de la 
fecha, por motivos personales. Solicito también se con- 


voque a mi suplente respectivo para integrar el Cuerpo 
que Ud. preside. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente 
Ec. Alberto Couriel. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde convocar al suplente respectivo, señor Sena- 
dor Ponce de León, quien ya ha prestado el juramento de estilo 


por lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al 
Hemiciclo. 
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(Ingresan a Sala los señores Senadores Ponce de León y 


Pais.) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 
(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Astori solicita licencia por los 
días 10 y 11 de agosto.» 


-Léase. 

(Se lee:) 
«Montevideo, 9 de agosto de 1999. 
Señor Presidente de la 
CAMARA DE SENADORES 


Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


Por razones particulares solicito licencia por los días 
10 y 11 de los corrientes. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente muy 
atentamente 


Danilo Astori. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
10) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento llegadas a la Mesa. 


«Los señores Nicolini, Prada y Antognazza comuni- 
can que, por esta vez, no aceptan la convocatoria de 
que han sido objeto.» 

-En consecuencia, queda convocado el señor Senador Ca- 
net, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si 
se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Canet) 


11) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«La señora Senadora Arismendi solicita licencia por 
el día miércoles 11 del corriente.» 
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-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 10 de agosto de 1999. 


CAMARA DE SENADORES 
Atn. Sr. Presidente 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a Ud. licencia por el día miércoles 
11 del corriente. 


Razones de índole personal motivan mi ausencia, solicitán- 
dole se convoque a mi suplente el Sr. Victorio Casartelli. 


Saluda a Ud. muy atentamente 
Marina Arismendi. Senadora.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Queda convocado el señor Senador Victorio Casartelli. 
12) PROFESION DE PSICOLOGO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la considera- 
ción del primer punto del orden del día: «Continúa la discusión 
general y particular del proyecto de ley por el que se reglamen- 
ta el ejercicio de la profesión de psicólogo. (Carp. N* 1364/99 
- Rep. N* 883/99)». 


(Antecedentes: ver 35? S.O.) 
-Continúa la discusión general. 
Tiene la palabra el señor Senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Días pasados, cuando este asun- 
to estaba en trámite, habíamos solicitado la palabra pero, aho- 
ra, preferimos no hacer uso de ella puesto que, luego de revisar 
diversos aspectos, llegamos a la conclusión de que no era ne- 
cesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Cid. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: quiero adelantar nuestro 
voto afirmativo a este proyecto de ley basándome en múltiples 
razones. También deseo contestar o intentar dar explicación a 
algunos de los argumentos que se manejaron en Sala tendientes 
a invalidar este proyecto, en el entendido de que no contem- 
plaba todas las expectativas de grupos formados anteriormente 
en el área de la psicología y que podrían quedar postergadas. 
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Creo que estamos asistiendo a una discusión que, si bien 
hoy toma estado parlamentario -porque estamos hablando de 
un proyecto de ley- se repite frecuentemente cuando se intenta 
normatizar una profesión universitaria o cuando se afectan in- 
tereses particulares que poco tienen que ver con lo que se ha 
manejado en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social 
de la Cámara de Representantes, relacionado con un interés 
general. 


Los argumentos que han manejado algunos señores Legis- 
ladores tratando de argumentar en contra de este proyecto de 
ley, referían a los institutos que estaban funcionando en el país 
con anterioridad a la fecha en que se analizó este proyecto, y a 
algunos estudiantes que podrían quedar a medio camino en 
cuanto a la posibilidad de obtener el título de psicólogo. En lo 
que me es particular, y como médico ... 


(Murmullos en Sala) 


-Pediría al señor Presidente tenga a bien solicitar silencio, 
porque se hace difícil concentrarse en las ideas que se están 
manejando cuando en Sala hay tantos murmullos. 


(Campana de Orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ruego a los señores Senadores 
que hagan silencio. Los problemas de amplificación hacen aún 
más grave el tema de los murmullos en Sala. 


Puede continuar el señor Senador Cid. 
SEÑOR CID.- Gracias, señor Presidente. 


El reconocimiento de la profesión de psicólogo no es un 
tema de ahora, ni ha surgido a raíz de este proyecto que esta- 
mos analizando. En realidad, hay una larga historia que arran- 
ca en las décadas del cincuenta y del sesenta con la Licenciatu- 
ra de Psicología en la entonces Facultad de Humanidades y 
Ciencias, y en el Curso de Psicología Infantil de la Escuela de 
Colaboradores del Médico, que funcionó hasta 1973. Es decir 
que hay una fuerte incidencia universitaria de esta formación 
-valga la redundancia- universitaria que hace al cuerpo de psi- 
cólogos. 


Este proceso concluye en el año 19853 a través del Claustro 
Universitario, en una elección en la que participaron los tres 
órdenes, es decir, egresados, estudiantes y docentes. Ese Claus- 
tro tuvo un cometido que puede plasmarse en dos aspectos: 
uno tenía que ver con la creación de un centro único de forma- 
ción asimilado a Facultad, y el otro con el establecimiento de 
un Plan de Estudios, el cual culmina dos años después con la 
formación del Instituto de Psicología de la Universidad de la 
República, o sea, el IPU. 


La larga historia que tiene este proceso -reitero que co- 
mienza en los años cincuenta y sesenta, y se interrumpe duran- 
te el período de facto, cuando la psicología era una profesión 
mal vista o con ribetes tal vez subversivos, de manera que 
queda en suspenso su evolución- hace que nadie pueda desco- 
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nocer en el país que hay un nexo fundacional de esta carrera 
con la Universidad de la República. A mi juicio, este es un 
elemento fundamental, ya que pudieron haber habido experien- 
cias curriculares de institutos o de otros niveles docentes que 
hayan existido en el país, pero que no podían obviar que la 
Universidad de la República estaba formando técnicos psicólo- 
gos egresados de la Facultad. Digo esto, porque se hizo mucho 
hincapté... 


(Murmullos en Sala) 
(Campana de Orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega nuevamente a los 
señores Senadores que hagan silencio en Sala ya que, debido a 
los desperfectos técnicos, resulta difícil escuchar desde la Mesa 
y supongo que también desde otras partes del recinto. 


Puede continuar el señor Senador Cid. 
SEÑOR CID.- Gracias señor Presidente. 


Digo esto, porque uno de los argumentos fuertes y legíti- 
mos que se han analizado en Sala ha sido el tema de la libertad 
de trabajo de algunos egresados de institutos, o estudiantes que 
estarían en vías de formación y que lo hicieron en conocimien- 
to de que la Universidad de la República estaba educando 
psicólogos con una carrera formal de más de 2.000 horas en su 
currícula. Esto significa que no hubo improvisación y que este 
no es un proyecto de ley que surja explosivamente en esta 
Legislatura, ya que el tema se inició en las décadas del cin- 
cuenta y sesenta y ha tenido un largo proceso universitario y 
luego legislativo. 


Bueno es decir -tal como señaló el señor Senador Korze- 
niak en su informe- que este proyecto de ley está siendo anali- 
zado a nivel parlamentario, por lo menos, desde hace dos Le- 
gislaturas. Por tanto, es un asunto más prolongado, extenso y 
profundo. 


Entonces, si hablamos de la libertad de trabajo -que tam- 
bién puede ser un elemento fundamental- también debemos 
referirnos a lo que establece la Constitución, o sea, al interés 
general. En este sentido, pretendemos señalar que los psicólo- 
gos tienen una triple formación o, por lo menos, se vincula con 
tres vertientes, que son la filosofía, la pedagogía y la clínica 
médica. Los psicólogos que hoy egresan de nuestra Universi- 
dad con más de 2.000 horas en su currícula y que poseen 
formación en estas tres vertientes, adquieren un conocimiento 
multidisciplinario relacionado con el tratamiento de pacientes 
afectados por determinadas patologías. O sea que el interés 
general está presente. El artículo 7 de la Constitución nos 
mandata a preservar, por sobre todas las cosas, el interés gene- 
ral. Como mi formación me sesga en el sentido de dar priori- 
dad a la salud de la población en su conjunto, creo que la 
legislación tiene que establecer una normativa dándole un esta- 
do a los psicólogos egresados de nuestra Universidad, que ga- 
rantice la idoneidad de estos colegas. 
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Por otra parte, recuerdo que el psicólogo Berta habló del 
«intrusismo» en la profesión. Pienso que se refirió al «intrusis- 
mo» porque no podía hablar del ejercicio ilegal de la profe- 
sión, porque no había ley que la regulase. Habló de gente que 
se autodesignaba como psicólogos y por esa vía atendía pa- 
cientes y evacuaba distintas consultas en el plano de las enfer- 
medades. 


Creo que actualmente hay miles de ejemplos ya no sólo de 
«intrusismo», sino de violación de normas éticas que hacen al 
relacionamiento de una sociedad civilizada. Hoy en día están 
actuando como psicólogos personas que no tienen la mínima 
formación para tales efectos. 


Vuelvo a insistir que me parece esencial que este Cuerpo 
evalúe, valore y jerarquice el interés general por sobre algunas 
situaciones muy particulares que luego vamos a analizar. 


Por otra parte, este proyecto de ley no conforma todas las 
situaciones. La Universidad de la República que hoy reivindica 
esta iniciativa -todos hemos recibido las notas firmadas por las 
Facultades de Psicología de las Universidades de la República 
y Católica, por la Coordinadora de Psicólogos y la Sociedad 
de Psicología del Uruguay, que ya en 1998 reclamaban la ne- 
cesidad de contar con este marco normativo- tuvo que hacer 
grandes concesiones para que este proyecto de ley fuese im- 
pulsado y apoyado. 


Por otra parte, señor Presidente, quiero referirme a algún 
aspecto mencionado en la sesión pasada, donde se habló de las 
reválidas y de que el reconocimiento curricular de los que 
egresaran antes de la aprobación de este proyecto de ley, lo 
haría una Comisión Tripartita integrada por la Universidad de 
la República, la Universidad Católica del Uruguay y el Minis- 
terio de Educación y Cultura. Esta Comisión fue calificada por 
un distinguido Senador como un comité corporativo, tratando 
de invalidarlo en su potestad de analizar con objetividad las 
currículas de los que se presentaran para reclamar el reconoci- 
miento de su carrera. Este comité fue objetado por la Universi- 
dad de la República porque, de alguna manera, violentaba la 
autonomía universitaria. Sin embargo, los psicólogos y las or- 
ganizaciones de psicólogos que hoy reivindican la aprobación 
de este proyecto de ley transaron en cuanto a que esos tres 
organismos sean los que, en definitiva, evalúen la formación 
de los otros psicólogos que aspiren a ser reconocidos como 
tales. 


Al hablar de comité corporativo, creo que de alguna mane- 
ra se descalifica al órgano tripartito de evaluación, partiendo 
de la base de que la Universidad de la República siempre tuvo 
una gran objetividad en la evaluación de las profesiones. En mi 
caso particular tuve la necesidad de que se me reconociera la 
especialización por competencia notoria y reconozco los me- 
canismos válidos y objetivos con que cuenta la Universidad 
para efectuar las evaluaciones con la pertinencia del caso. 


Se propuso que el Ministerio de Salud Pública fuese el que 
evaluara la formación de esos psicólogos cuando están vincu- 
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lados a la profesión médica. Sin embargo, a mi juicio, el Mi- 
nisterio de Salud Pública no forma a los profesionales de la 
salud. Estos egresan de la Universidad de la República y por 
eso son tan importantes las viejas reclamaciones que venimos 
haciendo los universitarios en el campo de la salud pública con 
respecto a que es muy importante que exista un hospital uni- 
versitario que funcione adecuadamente. De la formación de los 
profesionales y del ejercicio de la profesión surge la evalua- 
ción que la propia Universidad hace de sus alumnos y futuros 
profesionales. En consecuencia, el Ministerio de Salud Pública 
no evalúa lo que hace la Facultad de Medicina; únicamente 
registra el título y eso está contemplado en este proyecto de 
ley. Repito, señor Presidente, que dicho Ministerio registra el 
título de los psicólogos y habilita su trabajo profesional. 


No me parece conveniente asignar el rótulo de «comité 
corporativo» nada menos que a un instituto que ha estado en la 
polémica del ámbito universitario y que está formado, como ya 
mencioné, por la Universidad de la República, las Universida- 
des privadas y el Ministerio de Educación y Cultura. 


El propio Ministro de Educación y Cultura en la Comisión 
de Salud Pública de la Cámara de Representantes dio garantías 
de la objetividad con que se va a manejar la idoneidad de 
aquellos profesionales o alumnos que, en definitiva, quieran 
acceder al reconocimiento de los cursos realizados en su for- 
mación y de su trayectoria profesional. A modo de ejemplo, 
señalo que, personalmente, me formé en terapia intensiva en la 
República Argentina cuando en nuestro país todavía no existía 
un curso oficial y formal sobre ese tema. Trabajé en terapia 
intensiva desde antes de que de la Universidad de la República 
surgiera el primer egresado con ese título. Luego de algunos 
años, egresaron médicos con esa especialidad y la propia Es- 
cuela de Graduados de la Facultad de Medicina convocó a los 
profesionales que veníamos trabajando en esa disciplina para 
efectuar la revalidación de nuestra actuación profesional. Nos 
presentamos con los cursos que habíamos hecho, nuestra expe- 
riencia profesional y los trabajos que habíamos publicado, a 
los efectos de que la Escuela de Graduados evaluara si éramos 
acreedores a nuestro título de postgrado. En función del peso 
de la currícula y de la formación, la Escuela de Graduados 
reconoció nuestra formación como médicos intensivistas. Aquí 
se está dando también la garantía de la objetividad, ya que no 
sólo va a actuar la Universidad de la República -cuya objetivi- 
dad no pongo en tela de juicio- sino también la Universidad 
Católica del Uruguay y el Ministerio de Educación y Cultura, 
que tiene una posición muy clara con respecto a este tema. 


Quisiera leer ahora, señor Presidente, algunos pasajes de 
las manifestaciones que el propio Ministro de Educación y 
Cultura efectuara el 13 de mayo de 1997 en la Comisión de 
Salud Pública de la Cámara de Representantes. Señaló que el 
otro tema -tan complejo y tan discutido en la pasada sesión 
acerca del reconocimiento de los profesionales y estudiantes 
que se formaron en otros institutos- es el de las reválidas de 
quienes han realizado algunos cursos y quieren darle un cierto 
nivel. Dijo que las reválidas pueden ser hechas por cualquiera 
de las instituciones universitarias donde la persona se presente 


10-C.S. CAMARA DE SENADORES 


y, Supuestamente, desee complementar sus estudios. Ahí sí pue- 
den hacerlo la Universidad de la República, la Universidad 
Católica o alguna que en el futuro, eventualmente, pueda sur- 
gir. Me parece que estos planteos son claros, contundentes y 
muy objetivos en cuanto a los fines que tiene este proyecto de 
ley, es decir, reconocer la capacitación de aquéllos que tengan 
similitudes en su formación con la de los institutos autorizados 
que se han ido creando en nuestro país. 


Aquí se señaló que hay cientos de estudiantes no contem- 
plados. Me pregunto si no habrá cientos de pacientes no con- 
templados y prisioneros de la ignorancia de títulos que no 
tienen la validez suficiente para el ejercicio de esta profesión, 
y que hoy son tratados de manera discrecional por supuestos 
profesionales de esta especialidad. De esta manera aparece el 
tema del interés general. El Cuerpo legislativo está mandatado 
a jerarquizar el interés general sobre el particular. Si de esto 
surge -como en algún momento se sugirió en la Cámara de 
Representantes- la posibilidad de que se pueda reclamar frente 
al Estado, deberemos asumir esa responsabilidad, porque el 
interés general nos mandata a jerarquizar la salud mental de 
nuestros conciudadanos. 


Aquí se han reclamado señales y creo que este proyecto de 
ley las da, en el sentido de que forma un organismo tripartito 
con suficiente autonomía y capacitación técnica como para dar 
reconocimiento a los profesionales y estudiantes que estén vin- 
culados al tema, pero también brinda la posibilidad de que 
aquellos que no estén contemplados, puedan reclamar libre- 
mente un recurso frente al laudo que por el artículo 4” estable- 
ce esta iniciativa, que es la validación o habilitación. 


Me interesa señalar -y por eso iniciábamos esta exposición 
destacando el largo periplo que tuvo la carrera de psicólogo en 
el Uruguay- que mucho le ha costado a los psicólogos indepen- 
dizarse de la labor médica. Son dos cosas distintas. Los médi- 
cos reclamamos arduamente ese rol, intentando desplazar a un 
grupo de estudiantes y profesionales que tenían otras visiones 
de este campo de la psicología que, como decíamos hoy, está 
asentado en la triple vertiente: filosófica, pedagógica y de aten- 
ción médica. Esa fue su primer reclamación o reivindicación. 
Luego aparecieron los reclamos del Instituto vinculado a la 
Universidad de la República, en el sentido de lograr un reco- 
nocimiento como Facultad. Esto empieza -vuelvo a decirlo- en 
las décadas del 50 y del 60. Es decir que ningún Instituto que 
hoy esté funcionando y que diga que está formando «psicólo- 
gos», puede ignorar que acá hay un reconocimiento formal, 
oficial y de mucho peso institucional, nada menos que la Uni- 
versidad de la República, que está preparando psicólogos con 
una formación curricular determinada. Así como la Universi- 
dad Católica del Uruguay tuvo la opción de ser reconocida por 
este organismo tripartito, formado por el Ministerio de Educa- 
ción y Cultura, la Universidad de la República y las Universi- 
dades Privadas en ese caso, los otros institutos también tuvie- 
ron esa oportunidad. Es decir que se actuó formando «psicólo- 
gos» sabiendo que no eran profesionales homologables a los 
que egresan de la Universidad de la República. Me parece que 
esto ha sido una forma de engaño que este Cuerpo no puede 
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estar reconociendo formalmente, ignorando que este proyecto 
de ley ya tiene media sanción parlamentaria. 


Creo, señor Presidente, que este proyecto de ley es equili- 
brado, su análisis lleva dos Legislaturas y da garantías a la 
población en general, institucionalizando la exigencia de un 
título de psicólogo para el ejercicio de la profesión. Este es el 
tema relevante de todo este análisis. Al mismo tiempo, da ga- 
rantías a aquellos profesionales que entiendan que su currícu- 
lum es comparable con los que expide la Universidad de la 
República y que aspiran a ese reconocimiento. También da 
garantías de objetividad, porque no hay que olvidar que esta- 
mos hablando de dos Universidades -una privada y otra públi- 
ca- y del Ministerio de Educación y Cultura, que van a evaluar 
esa formación. Si dudamos de todos esos organismos y los 
tratamos de corporativos, pienso que ponemos en tela de juicio 
aspectos muy importantes de la vida del país. Por haber transi- 
tado buena parte de mi vida dentro de ella, no creo que la 
Universidad de la República tenga un carácter corporativo; 
lejos estoy de pensar que lo tenga. 


Se ha señalado, señor Presidente, que hay profesionales 
que trabajan en áreas vinculadas a la psicología -por ejemplo, 
a la psicología publicitaria o que actúan como asesores de 
empresas publicitarias- que se verían afectados por este pro- 
yecto de ley que regula el ejercicio de la profesión. Con el 
máximo respeto, pienso que eso no es así. Los profesionales 
que asesoran a empresas publicitarias y que no tienen la posi- 
bilidad de que su título sea reconocido por la Universidad de 
la República, podrán seguir ejerciendo esa tarea de asesora- 
miento que, en definitiva, la va a evaluar su empleador y no la 
Universidad. Quiere decir que cuando accedieron a esa labor 
de asesoramiento, lo hicieron por sus conocimientos en temas 
vinculados a la publicidad, sociológicos o psicológicos de la 
gente, pero no porque tuviesen una currícula amparada por la 
Universidad de la República. 


Señor Presidente: este proyecto de ley de ocho artículos, 
que es modesto, humilde y equilibrado, pretende preservar el 
interés general y jerarquizar lo que ya se está haciendo en el 
país, en el que miles de estudiantes y de egresados desean que 
su título profesional les sea reconocido y no que se los ponga 
en pie de igualdad con otros egresados que no tienen la posibi- 
lidad de demostrar su profesionalidad. ¿Esto forma parte de lo 
que pasa en el Uruguay o es algo más amplio? ¿Por qué deci- 
mos que este proyecto de ley es equilibrado, justo y racional? 
Cuando uno compara las legislaciones brasileña y argentina, 
con la nuestra, encuentra que esas leyes que regulan la profe- 
sión del psicólogo, son mucho más drásticas que este proyecto 
de ley uruguayo, ya que en ellas ni siquiera se habilita la posi- 
bilidad del reconocimiento. Entonces, estamos hablando tam- 
bién de un tema de equilibrar las profesiones en lo que tiene 
que ver con este mercado latinoamericano, regional, que es el 
MERCOSUR, en el que se han adoptado resoluciones conjun- 
tas en el área de la psicología, que homologan esta disciplina a 
nivel de profesión científica, técnica y médica. 
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Por otra parte, para abundar en algunos de los aspectos que 
fueron señalados aquí en cierta oportunidad por otro señor 
Senador, quiero señalar que las dudas que existen respecto al 
reconocimiento de otros estudiantes o profesionales, ya fueron 
laudadas. El 30 de agosto de 1995, el Consejo de la Facultad 
de Psicología aprobó un Reglamento de Competencia Notoria 
y Actuación Documentada, que está vigente y que es la salva- 
guarda de aquellos que no habiendo cursado sus estudios en la 
Universidad Católica del Uruguay «Dámaso Antonio Larraña- 
ga» o en la Facultad de Psicología, dependiente de la Universi- 
dad de la República, aspiren legítimamente al reconocimiento 
de su título. 


Por todas estas razones, señor Presidente, creemos que cual- 
quier modificación a este proyecto de ley, en función de los 
tiempos políticos que vivimos, significaría la postergación del 
tema hasta una tercera Legislatura. Hay que considerar que 
estamos a mediados del mes de agosto y que el 15 de setiem- 
bre termina la Legislatura. Entonces, si se cambia algún aspec- 
to de esta normativa sobre el ejercicio de la profesión de psi- 
cólogo, se estaría postergando nuevamente por muchos años la 
solución a un tema que nuestra población se merece y que es la 
garantía de una adecuada asistencia a una determinada afec- 
ción, tan importante y significativa para nuestro país. Tanto es 
así que somos uno de los países de mayor número de suicidios 
en Latinoamérica y de afectaciones psicológicas. En conse- 
cuencia, nos debemos el rigor intelectual, científico y profesio- 
nal de asegurar... 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción presenta- 
da por el señor Senador Segovia. 


(Se vota:) 
- 25 en 26. Afirmativa. 
Continúa en el uso de la palabra el señor Senador Cid. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, señor Se- 
nador? 


SEÑOR CID.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: vengo escuchando muy 
atentamente la exposición del señor Senador Cid, y confieso 
que estoy de acuerdo con el proyecto de ley, sobre el que he 
recibido una serie de memorandos a favor y en contra. 
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Como el señor Senador Cid conoce bien el proyecto de ley, 
quisiera hacerle una pregunta que, quizás, también me la po- 
dría responder el Miembro Informante, señor Senador Korze- 
niak. 


Uno de los memorandos que tenemos arriba de la mesa 
refiere a los profesionales egresados del Instituto de Psicología 
del Uruguay. Allí se establecen tres puntos, uno de los cuales 
es la no aceptación de la Comisión Especial, lo que no me 
parece de recibo, porque creo que dicha Comisión está bien 
pensada y no hay otra salida. Entiendo que ya hay un juicio de 
valor sobre ella cuando se habla de que tendrá tendencia a 
defender la posibilidad de trabajo de sus egresados, que no me 
parece realmente de recibo. 


El punto sobre el que quiero consultar al señor Senador Cid 
y a los otros miembros del Cuerpo que estudiaron el proyecto 
de ley es el siguiente. Se dice que no es admisible que un 
proyecto de ley no haya tenido previsión alguna para la situa- 
ción de los estudiantes que se encuentran cursando la carrera. 
La verdad es que no comprendo la observación, a no ser que se 
refieran a los de los institutos que no han sido habilitados por 
el propio Estado. Si son institutos que no han sido apoyados 
por el Estado, tendrán que ir a la Comisión Especial de los 
egresados. El artículo 2” del proyecto de ley habla claramente 
de título de psicólogo o equivalente otorgado por la Universi- 
dad de la República u otras Universidades o institutos univer- 
sitarios habilitados por el Estado. En definitiva, no sé si el 
Instituto de Psicología del Uruguay ha sido o no habilitado por 
el Estado, interrogante que de algún modo deberíamos conocer 
para sancionar el proyecto de ley. De no ser así, tendría que ir 
a la Comisión Especial. Si se cuenta con los elementos de 
juicio suficientes y son respaldados, la Comisión Especial los 
aprobará. 


La única observación de recibo que he tenido es ésta, en 
cuanto a que se perjudicaría a los estudiantes que están cursan- 
do en institutos supongo que habilitados. Si son habilitados, no 
tendrían perjuicio. 


Estas son las dudas que me surgen de la lectura de los 
memorandos, y los otros puntos no me parece que sean de 
recibo. Si cuestionamos la Comisión Especial, no vamos a te- 
ner una instancia como ésta, porque no vamos a poder regla- 
mentar la carrera de psicología en el país. 


Esas son las preguntas que deseaba formular al señor Sena- 
dor Cid o a quien corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Cid. 


SEÑOR CID.- Creo que las preguntas son absolutamente 
pertinentes. 


A continuación, voy a referirme al cuestionamiento de este 
órgano tripartito al que hacemos referencia en el artículo 4”, 
integrado por la Universidad de la República, la Universidad 
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Católica y el Ministerio de Educación y Cultura. Aquí, en este 
artículo, la Universidad de la República está haciendo una con- 
cesión significativa. No sé, señor Presidente, si en esta disposi- 
ción no hay realmente una clara violación de la autonomía 
universitaria, porque la habilitación de los títulos universitarios 
es potestad de la Universidad de la República. Eso me parece 
claro, pero este tema está laudado y la Universidad de la Repú- 
blica lo ha aceptado. Dicha Universidad ha integrado esta Co- 
misión tripartita; ha retirado sus delegados y luego los ha rein- 
corporado para seguir analizando esta situación relativa a la 
existencia de institutos de formación particular que hoy compi- 
ten legítimamente con la Universidad de la República. 


Por mi parte, creo que está bien esta concesión y que es 
correcto que así se haga porque, de alguna manera, se está 
provocando -en el buen sentido del término- a la Universidad 
de la República para que lleve a cabo el necesario «aggiorna- 
mento» que viene realizando aceleradamente, pero que no ha 
podido verificar íntegramente. 


Estas palabras tienden a contestar el aspecto relativo al 
cuestionamiento de la Comisión tripartita, Órgano que está in- 
tegrado por representantes de mucha validez en el país, tales 
como la Universidad de la República, el Ministerio de Educa- 
ción y Cultura y las Universidades privadas reconocidas por 
estos mismos Institutos. 


Con respecto a los estudiantes, voy a referirme a los que no 
estarían contemplados. Vuelvo a señalar las resoluciones del 
Consejo de la Facultad del 30 de agosto de 1995, donde se 
aprueba el Reglamento de Competencia Notoria y Actuación 
Documentada. Allí se contempla la situación de los egresados 
de otros institutos o de los que ya vienen ejerciendo la profe- 
sión como, por ejemplo, los que se ocupan de la psicología 
infantil que fueron asimilados a la profesión de psicólogos. Me 
refiero a aquellos que se formaron en la primera generación de 
psicólogos, que egresaron de la Facultad de Humanidades y 
Ciencias. 


En lo que tiene que ver con los estudiantes, pienso que 
estos institutos que hoy están habilitados por el Estado para 
funcionar, están habilitados para formar otra categoría de pro- 
fesionales que no sean psicólogos. Estos estudiantes podrán 
hacer valer los cursos en los institutos formales y en la propia 
Universidad de la República, pero no podrán reclamar que se 
les reconozca como cursos válidos de la Universidad de la 
República. 


Vuelvo a decir que aquí la responsabilidad es compartida. 
Podemos suponer que eso fuera desconocido entre los años 
cincuenta y sesenta, pero desde la anterior Legislatura y la 
actual estos institutos saben que hay una reclamación y un 
legítimo deseo de que se reconozca la profesión de psicólogo 
de acuerdo con una currícula analizada, elaborada y juzgada 
por el órgano universitario máximo, que es el Claustro Univer- 
sitario. Es decir que esos institutos no pueden desconocer que 
hay un organismo superior que está estableciendo una currícu- 
la, a la que ellos no se han adaptado. Otros sí lo han hecho, 
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como la Universidad Católica, que hoy es reconocida como 
organismo universitario, mientras que otros institutos no lo son. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR CID.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Deseo expresar que comparto ín- 
tegramente las razones expuestas y me gustaría aprovechar esta 
interrupción -para no hacer una intervención posterior como 
Miembro Informante- para referirme a la pregunta concreta 
acerca de por qué no están contemplados los estudiantes. 


Quisiera señalar que este proyecto de ley -que nosotros 
esperamos que se transforme en ley, si es posible, hoy- regula 
el ejercicio de la profesión del psicólogo y no puede tener que 
ver con los estudiantes. La situación de un estudiante que lleva 
uno, dos o tres años de carrera, que tiene materias aprobadas y 
que quiere hacerlas valer en uno de los institutos que puede 
expedir el título de psicólogo, es un tema de reválidas. Se trata 
de un asunto general, que las universidades lo trabajan dentro 
de esos conceptos clásicos de equivalencia razonable, contan- 
do con comisiones que informan. Pensamos que una ley no 
puede regular estos temas. La ley se ocupa del ejercicio de la 
profesión, es muy lacónica, y no puede ir más allá de esto. 


Entonces, ¿por qué no se regula la situación de los estu- 
diantes? 


No se regula, porque no es el objeto de esta ley; nunca lo 
fue y ni siquiera podría serlo según la más autorizada doctrina 
generada en el Uruguay a raíz de un episodio en el que se 
pretendió regular legalmente la situación de los exámenes estu- 
diantiles. En ese momento se planteó un viejo problema jurídi- 
co: la relación del Parlamento con la Universidad. Se llegó a la 
conclusión de que en esas cosas el Parlamento no podía entrar. 
Como sabemos, las reválidas son un tema de competencia es- 
pecífica del ámbito universitario. Por esta razón, la ley no 
puede contemplar la situación de los estudiantes que, por su- 
puesto, tienen derecho a plantear reválida de las materias cur- 
sadas. También se ha preguntado qué pasa con las personas 
que están estudiando hace dos o tres años y creemos que en 
ese aspecto existen varias opciones, una de las cuales es inten- 
tar la reválida de sus estudios. Seguramente, si existe razona- 
ble equivalencia, la obtendrán. 


El Legislador no puede partir de la hipótesis, y menos de la 
tesis, de que quienes otorgan o niegan reválidas -como las 
Comisiones mencionadas en el proyecto de ley- van a actuar 
mal. Por el contrario, debemos pensar que actuarán razonable- 
mente ya que si no, como decía hace un momento el señor 
Senador Heber, nunca habrá una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Cid. 
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SEÑOR ATCHUGARRY-.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR CID.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- A fin de poder ubicarnos me- 
jor en la discusión de este proyecto de ley, quisiera saber cuál 
era la duración de los cursos cuando se dictaban en la Facultad 
de Humanidades y de los que más tarde se impartieron en la 
Escuela de Psicología de la Universidad de la República du- 
rante la dictadura en la década de los ochenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Vuelvo al ejemplo personal que he citado 
previamente. La duración previa no tiene nada que ver con lo 
que se exige actualmente para acceder a una convalidación o a 
una reválida. 


Siguiendo el ejemplo de mis estudios en terapia intensiva, 
digo que tuve una formación que no se ajustó a la currícula 
que la Facultad de Medicina y la Universidad de la República 
votaron y aceptaron a posteriori de mi ejercicio profesional. 
Sin embargo, mis estudios fueron convalidados, es decir que 
no necesariamente tiene que haber una equivalencia temporal o 
de materia, sino que también pueden haber otros elementos 
que justifiquen la validación. Aquí se ha dicho que algunos 
psicólogos, que fueron docentes de los psicólogos formados 
actualmente, no habían cumplido con la currícula anterior. Ante 
esto, me pregunto a quién puede quedarle alguna duda de que 
estos profesionales van a ser convalidados, habiendo sido do- 
centes de los actuales psicólogos. Sí se les va a exigir que 
presenten el número de clases dadas, la cantidad de horas im- 
partidas y de trabajos presentados, así como su formación pre- 
via. No tengo dudas de que la Universidad va a revalidar el 
título de estos profesionales. 


Me parece que en este tema estamos oscureciendo una si- 
tuación de análisis objetivo que tradicionalmente ha corres- 
pondido a la Universidad. Ahora bien, si dudamos de nuestra 
mayor Casa de estudios, también podemos aceptar que laude 
otro instituto de ese nivel, como la Universidad Católica. 


El 13 de mayo de 1997 el señor Ministro de Educación y 
Cultura afirmó en Comisión: «Resumiendo, el tema de la con- 
validación es muy complejo y me atrevo a pensar que no la 
puede hacer una sola Institución para evitar que se le dé un 
sesgo a la cosa. Considero que se debe buscar que dos institu- 
ciones Opinen y una tercera resuelva, sobre la base de dos 
informes». ¿Qué quiere decir con esto el Ministerio de Educa- 
ción y Cultura? Que va a ser el árbitro de esta situación. Si 
alguna garantía, duda u objeción de comité corporativo se es- 
taba señalando a este organismo tripartito, creo que la propia 
expresión del Ministerio alcanza como para que despejemos 
cualquier sospecha sobre la objetividad de esta Comisión. 
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Por otra parte, está el tema de los estudiantes y, en este 
sentido, vuelvo a decir -respondiendo al señor Senador Heber- 
que hay institutos que funcionan desconociendo la voluntad 
del país de formar psicólogos con la suficiente capacitación 
como para ejercer esa delicadísima tarea. Inclusive, hay insti- 
tutos que ofrecen, mediante folletería, la carrera de psicología 
sabiendo que no van a formar psicólogos. Ese es un hecho 
objetivo. Además, ofrecen la formación de profesionales en 
esta área sin cumplir con los requisitos necesarios para obtener 
el reconocimiento universitario, que hoy otorga la reglamenta- 
ción vigente. Me refiero a la actualización y homologación de 
los cursos, a los que brinda la Universidad de la República, a 
fin de que esta misma Comisión Tripartita valide esa institu- 
ción como un organismo universitario. Esta situación dice a las 
claras que estos estudiantes han accedido a una carrera que, de 
alguna manera, no es la profesión de psicólogo o, al menos, no 
egresarán con ese título. Sin embargo, si este instituto particu- 
lar adapta sus programas a los exigidos por las Facultades de 
las Universidades reconocidas actualmente, los estudiantes no 
tendrán ningún problema. Serán reconocidos profesionalmente 
cuando egresen, porque tendrán la misma currícula y egresarán 
de una Universidad diferente a las dos actuales. 


Por todo lo expuesto, señor Presidente, considero que en 
este proyecto de ley se han tomado las debidas garantías consi- 
derando, en extenso, la situación de un grupo importante de 
profesionales que hoy está trabajando legítimamente en el país. 


Siempre que se proyecta el reconocimiento de una forma- 
ción determinada en los diversos ámbitos universitarios, algu- 
nos quedan por el camino. En este caso, creo que es legítimo 
que así sea, porque no cuentan con la capacitación para ejercer 
esta profesión. Una situación similar se planteó cuando el Mi- 
nisterio de Salud Pública decretó que en los pisos asistenciales 
de las mutualistas, en lugar de ser las auxiliares de enfermería 
quienes controlaran los pacientes, lo hicieran las enfermeras 
egresadas de la Escuela Universitaria de Enfermería. Se lesio- 
naron legítimos derechos, ya que se colocó en la carrera jerár- 
quica a alguien por encima de ese grupo de auxiliares de enfer- 
mería. 


En el caso que nos ocupa, vamos a habilitar a los que 
realmente son psicólogos, es decir, a aquéllos que el país ha 
determinado que cumplen con los requisitos para ejercer la 
profesión, así como ocurre respecto de quienes nuestra socie- 
dad ha entendido que reúnen las condiciones necesarias para 
ser ingenieros, abogados o médicos. Esto es lo que el Estado 
ofrece como garantía, ya no a los profesionales porque no se 
trata de un tema corporativo, sino a la sociedad en su conjunto 
a fin de que cuente con un nivel adecuado de asistencia médi- 
ca. Por estas razones, considero que es un proyecto de ley que 
deberíamos votar sin modificaciones. 


SEÑOR QUARNETLI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR CID.- Con mucho gusto. 


14-C.S. CAMARA DE SENADORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR QUARNETI.- Señor Presidente: simplemente, quie- 
ro destacar que compartimos los conceptos vertidos por el se- 
ñor Senador Cid, en particular, en lo que refiere al final de su 
exposición en cuanto a la Comisión Especial. 


En definitiva, lo que compartimos es el criterio. 


A nuestro juicio, el objetivo de esta Comisión Especial, 
integrada por el Ministerio de Educación y Cultura, la Univer- 
sidad de la República y la Universidad Católica, no es sólo el 
de garantizar a los profesionales en el área de la psicología que 
pretenden revalidar, etcétera, un trato igualitario, sino que más 
bien la misión que cumple -y lo compartimos totalmente- es la 
de garantizar a la población la calidad de la prestación que 
ellos van a dar. 


En consecuencia, creemos que el artículo 4” de este proyec- 
to de ley es absolutamente de orden, puesto que como benefi- 
ciarios de cualquier sistema de salud nos da tranquilidad en 
cuanto a la existencia de una Comisión de esta naturaleza. Se 
puede debatir y tal vez discrepar acerca de las integraciones de 
las Comisiones, sobre cuál es la mejor o cuál sería una confor- 
mación excelente, pero lo que no discutimos es la funcionali- 
dad. En ese caso estamos totalmente de acuerdo con la integra- 
ción e insistimos en que es de orden, porque da garantías, ya 
no sólo en cuanto a la objetividad de la valoración para la 
parte profesional en sí, sino que también asegura o garantiza a 
la población la prestación que va a recibir. 


(Aplausos en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa advierte a la Barra que 
debe abstenerse de hacer cualquier manifestación, ya que de lo 
contrario y de acuerdo con lo que establece el Reglamento, se 
verá en la obligación de desalojarla. 


Puede continuar el señor Senador Quarneti. 


SEÑOR QUARNETI.- Agradecemos al señor Senador Cid 
que nos haya concedido esta interrupción y decimos que gusto- 
samente vamos a apoyar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Cid. 


SEÑOR SARTHOU.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR CID.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Me preocupa el alcance que pueda 
tener esta Comisión. A lo mejor, he interpretado mal las pala- 
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bras del doctor Cid y, por ello, me parece que sería bueno que 
el tema quedara claro, a los efectos de la versión taquigráfica. 


Entiendo que esta Comisión no es la que decidirá la habili- 
tación de institutos universitarios, según lo que establece el 
artículo 2%; exclusivamente va a tener el rol de habilitar las 
solicitudes que se realicen para el ejercicio de la psicología. 
Digo esto porque había entendido como que existiera esa posi- 
bilidad, respecto de los institutos cuando expresamente se dice 
que se refiere al artículo 3”, o sea que sólo tiene que ver la 
Comisión con todo lo relacionado a la habilitación. 


En consecuencia, repito, los institutos universitarios no van 
a ser habilitados por esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Cid. 


SEÑOR CID.- Es correcta la aclaración del señor Senador 
Sarthou. Simplemente, hicimos una comparación con un orga- 
nismo tripartito que ya está funcionando, que es el que está 
validando o reconociendo el carácter de universitario a algu- 
nos institutos privados. Es decir que tiene la misma conforma- 
ción; es a eso que nos referíamos. 


Ratifico, entonces, que este artículo 4” se refiere simple- 
mente a la habilitación de la profesión de psicólogo. Unica- 
mente es ese el alcance que el proyecto de ley tiene. 


Para no hacer más extensa esta exposición, quiero aconse- 
jar al Cuerpo la aprobación de esta iniciativa, en el entendido 
de que estamos brindando una garantía a la población en su 
conjunto, y también, que privilegiemos el interés de la pobla- 
ción, tal como lo establece la Constitución de la República y 
no los intereses particulares que sabemos legítimos, pero que 
fueron ambientados en momentos de receso constitucional, en 
donde hubo cierta moratoria obligatoria de la Universidad de 
la República y se postergaron muchas iniciativas de nuestra 
querida Casa de Estudios. Esta situación llevó a la creación de 
distintas escuelas, institutos y otras variantes de formación pro- 
fesional que no se compadecen con la calidad científico-profe- 
sional que el Uruguay se ha venido dando a lo largo de su 
historia. 


Por el momento, es cuanto deseaba expresar. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.-- Señor Presidente: adelanto que voy 
a apoyar el proyecto de ley que estamos considerando. Entien- 
do que su aprobación representa un avance significativo en 
cuanto a la reglamentación de la actividad que actualmente se 
ejerce en nuestro país en materia de asistencia psicológica. 


En este momento pretendo hacer un examen breve de los 
fundamentos por los que mi voto se inclinará en ese sentido. 
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Pienso que se trata, una vez más, de un caso genérico, 
repetido en la historia de nuestro Derecho cuando se reglamen- 
ta el ejercicio de una determinada profesión y se exige, desde 
esa fecha en adelante, la posesión de un título o de una forma- 
ción universitaria para continuar desarrollando una profesión 
que, de alguna manera, antes estaba en ejercicio libre. 


Naturalmente, en esta oportunidad estamos actuando sobre 
la base de una limitación a la libertad de trabajo reconocida 
por nuestra Constitución. Esta nos autoriza a ello en la medida 
en que esa limitación, por vía de la ley, refleje el concepto de 
interés general a que aludía el señor Senador Cid. En este caso, 
ello está claramente manifestado, habida cuenta de que se tra- 
ta, nada menos, de asegurar una debida y adecuada atención a 
los problemas de salud mental, así como de reconocer o garan- 
tizar el derecho de los usuarios de los servicios de asistencia 
psicológica a recibirla en el nivel que corresponde, tal como 
surgiría de la posesión de un título universitario al que, nor- 
malmente, se accede luego de una formación que tiene una 
exigencia y rigor que lo pone a salvo de la improvisación o de 
situaciones que lamentablemente se han planteado en nuestro 
país. Precisamente, el señor Senador Cid aludía a esto, es de- 
cir, a situaciones en que se ha ofrecido una determinada forma- 
ción cuando todos sabemos que en esas instituciones -si así 
podemos llamarlas- se estaba brindando un nivel inferior o que 
no reunía las condiciones necesarias para capacitar para la 
prestación de una atención psicológica adecuada a las personas 
con problemas de este tipo. 


Para cuestionar la viabilidad del proyecto de ley, se ha 
planteado que estaría afectado el concepto de derechos adqui- 
ridos. Todos sabemos que no corresponde mencionar aquí el 
concepto de derechos adquiridos; no hay un derecho adquirido 
a la legalidad. El Poder Legislativo está habilitado a dictar las 
leyes que se requieran para proteger el interés general. Enton- 
ces, lo que podría existir, en último caso, si alguien entendiera 
que han sido afectados sus derechos, sería una hipotética recla- 
mación por responsabilidad por acto legislativo. Creemos que 
esta es, meramente, una hipótesis teórica, ya que en este caso 
el propio proyecto de ley prevé resguardos para que las perso- 
nas que actualmente ejercen, de hecho, la actividad de psicólo- 
go puedan obtener la convalidación o el reconocimiento de su 
competencia ante organismos que ofrecen todas las garantías. 
Es por ello que, muy difícilmente, podría entenderse que la 
sanción de esta iniciativa, de este texto legal estaría compro- 
metiendo la responsabilidad del Estado, repito, por acto legis- 
lativo. 


Lo que estamos haciendo aquí es garantizar la exigencia de 
un nivel universitario para poder ejercer la profesión de psicó- 
logo; nivel universitario que hoy está reconocido en la Univer- 
sidad de la República y en la Universidad Católica pero que en 
el futuro, como lo establece el literal A) del artículo 2%, podrá 
ser alcanzado por otros institutos universitarios habilitados por 
el Estado. De acuerdo con la normativa que actualmente regula 
este tipo de situaciones, los institutos universitarios son aque- 
llos que garantizan un determinado nivel en su currícula, alto 
grado de competencia en sus docentes y que son autorizados 
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como tales por la Comisión Especial que actúa en la órbita del 
Ministerio de Educación y Cultura. Hoy, solamente la Univer- 
sidad de la República y la Universidad Católica expiden el 
título, la Licenciatura de Psicólogo, pero en el futuro lo podrán 
hacer otros institutos universitarios. Ahora bien, las institucio- 
nes que ya existen y que sostienen estar brindando este tipo de 
formación, deberán recorrer el camino para transformarse de 
simples institutos terciarios -que es algo completamente distin- 
to- en institutos universitarios, garantizando así la seriedad de 
sus programas, el nivel de sus docentes y de las maestrías, los 
diplomas o las licenciaturas que propongan cursar, así como de 
los títulos correspondientes. 


Por lo tanto, una vez que comprueben y acrediten que dis- 
ponen de los medios y los equipos docentes necesarios para 
hacerlo, sin duda obtendrán su habilitación y luego que se 
hayan transformado en institutos universitarios estarán en la 
misma condición que hoy están la Universidad Católica y la 
Universidad de la República. 


El problema planteado en relación a las personas que ac- 
tualmente ejercen la profesión me parece que ha sido suficien- 
temente aclarado. 


En ese sentido, creo que el sistema previsto en la ley garan- 
tiza suficientemente la objetividad en el juicio sobre la compe- 
tencia notoria de las personas que actualmente ejercen la pro- 
fesión del psicólogo. Ello resulta no solamente de la integra- 
ción de la comisión que habrá de juzgar, sino de un régimen de 
recursos administrativos que es muy claro, ya que la ley prevé 
para quien esté desconforme con el juicio de esa comisión, un 
recurso ante el Poder Ejecutivo. Además, naturalmente, de esa 
decisión que adopte el Poder Ejecutivo, posteriormente se po- 
drá intentar -si mediara disconformidad- una acción de nulidad 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Esto me 
parece muy claro y creo que contempla, en definitiva, lo que 
podríamos llamar el circuito de garantías, la intervención del 
Poder Ejecutivo y, fundamentalmente, la intervención del Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo que está eliminando, 
en mi criterio, toda posibilidad de decisión arbitraria, porque 
se trata de decisiones fundadas. El fundamento deberá ser ex- 
preso y nuestra jurisprudencia reconoce que la discrecionali- 
dad nunca puede significar arbitrariedad. 


Por lo tanto, si esa Comisión Tripartita dictara resoluciones 
arbitrarias o ejerciera con una finalidad desviada -lo que se 
llama en términos de Derecho Público «desviación de Poder»- 
la competencia que la ley le está asignando, para excluir a 
determinados profesionales que no se formaron en las institu- 
ciones que la integran, quedaría habilitada la vía del recurso 
ante el Poder Ejecutivo y si éste no lo atendiera, quedaría 
habilitada, todavía, la acción de nulidad ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. De tal modo que, en mi opinión, 
están dadas suficientes garantías como para pensar que es prác- 
ticamente imposible que se ejerza a este nivel lo que aquí se ha 
llamado presiones de tipo corporativo. Normalmente, no esta- 
ríamos nunca aprobando una disposición legal que habilitara 
una práctica corporativa en el sentido que aquí se ha utilizado, 
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como si se tratara de reducir o limitar el acceso, la competen- 
cia O la prestación de servicios a determinadas personas por 
parte de otras que tienen un título distinto y a los que les 
estaríamos reconociendo el derecho a vedar o a cerrar el acce- 
so a ese ejercicio profesional. Creo que el mecanismo propues- 
to no habilita este tipo de prácticas restrictivas, que si se apli- 
caran tendrían un carácter infundado y arbitrario y que, por 
consiguiente, el interesado estaría habilitado legalmente a im- 
pugnarlas y, seguramente, obtendría la satisfacción de su dere- 
cho. 


Por consiguiente, tenemos por un lado una exigencia de 
interés general -creo que todos lo reconocemos- a que en nues- 
tro medio la prestación de servicios de atención psicológica se 
brinde en un nivel adecuado que, a esta altura de la evolución 
de nuestra sociedad, corresponde a un nivel de formación uni- 
versitaria. 


Por otra parte, un régimen de garantías que habilita perfec- 
tamente a quienes actualmente están ejercitando la profesión 
de psicólogo a demostrar su competencia notoria y a obtener el 
reconocimiento que les permita continuar ejercitando libremente 
esta profesión que hasta ahora han venido desarrollando. Por 
último, para los estudiantes, tenemos el mecanismo de reváli- 
das a que aludía el señor Senador Korzeniak y que creo que, 
de alguna manera, también está cubriendo toda hipótesis de 
que exista la posibilidad de que estas personas queden al mar- 
gen O hayan realizado estudios que, en definitiva, van a ser 
baldíos y no les sirvan para su graduación profesional. 


En conclusión, es una ley equilibrada que atiende una nece- 
sidad social evidente que aparece fundado en criterios de inte- 
rés general y con garantías que son plenamente compartibles. 


Por lo tanto, adelanto el voto favorable de mi sector. 
Muchas gracias. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Por un lado, deseo señalar que 
la intención manifestada hace tres años en la Cámara de Repre- 
sentantes es positiva en cuanto a la necesidad o conveniencia 
de reclamar a futuro la situación de un determinado título para 
el ejercicio de la profesión de psicólogo. Pero también, señor 
Presidente, hay dos o tres cosas que quiero comentar. 


En primer lugar, estamos trabajando sobre una realidad no 
homogénea, donde encontramos gente que, seguramente, hoy 
tendrá un título en psicología sin la menor garantía para nadie y 
personas que quedarán fuera de esta imposición de ley, aunque 
tienen más años cursados que otros que van a quedar adentro. A 
este respecto, nos respondieron que en la época de la Facultad 
de Humanidades y de la Escuela de Psicología la cantidad de 
años exigidos para obtener el título de psicólogo era menor a la 
de hoy y menor a la de otros institutos que van a quedar afuera. 
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Entonces, si estamos de acuerdo con el objetivo final, ¿cuál 
es la dificultad con este proyecto de ley? Es la transición. Para 
explicar esto, vamos a ponernos en el lugar -aclaro que por 
suerte no lo somos- de padres de alumnos de estas otras escue- 
las. Pensemos en un chico que esté cursando el tercer o cuarto 
grado, de la misma edad de los que nos siguen hoy en la Barra. 
Por ejemplo, si mañana sale la ley, nos preguntamos qué van a 
hacer. Podrán esperar los seis meses de la reglamentación o, 
quizás, consultar la versión taquigráfica donde constatarán que 
un Senador que votó a favor de la ley dijo que esos cursos que 
están haciendo no son válidos. Tan es así, que en el artículo 5* 
de la ley se dice que los que hoy son recibidos pueden solicitar 
el reconocimiento total o parcial de sus estudios. Es decir que 
se omite a los estudiantes. Digo esto porque viví el tratamiento 
de este proyecto en la otra Cámara y en esa oportunidad se 
pidió que se incluyeran y, sin embargo, no se logró este petito- 
rio. Quiere decir que este no es un problema de redacción. 
Pongámonos en el caso de estos cientos de chicos que están 
haciendo una actividad lícita -acá se habló de actividad ilegal, 
pero no es así- tanto en la actualidad como hace diez años. No 
son ellos los culpables de que el Poder Legislativo o el Poder 
Ejecutivo de este país desde hace 40 años no hayan estableci- 
do normas aceptadas y toleradas por la sociedad. ¿Cuál va a 
ser la situación de estos jóvenes? ¿Van a entrar nuevamente al 
bachillerato? Ni siquiera existe la previsión de decir que, como 
los cursos que han realizado son insuficientes, se van a imple- 
mentar cursos complementarios, como se ha hecho todas las 
veces que se ha legislado sobre estas cosas. Es decir, se han 
armado cursos para que aquellos que estaban en la situación de 
transición tuvieran la chance, aunque sea haciendo un esfuerzo 
adicional, de ponerse a rueda. Eso es lo que hemos pedido, es 
decir, que seamos más cuidadosos con la transición y hay vein- 
te maneras de hacerlo. 


Entonces, con respecto a la situación de los estudiantes si 
se aprueba la ley, ¿deberán esperar la reglamentación o siguen 
dando exámenes? ¿Para qué? Si acá se les advierte que los 
cursos no son válidos y de antemano se está diciendo que no 
van a ser reconocidos. ¿Hay alguna vía de escape para estos 
jóvenes? En la ley, ninguna. Es más, siendo el derecho de 
petición un derecho de base constitucional, la expresa mención 
sólo a los profesionales es tácita e implícitamente una negativa 
para que lo soliciten los estudiantes. Pregúntese qué es lo que 
quiere decir el artículo 5%, a la luz de la discusión del Plenario 
de la Cámara de Representantes, donde se solicitó que se in- 
cluyera de alguna manera a los estudiantes. Esto no se contem- 
pló, entonces, ¿para qué se pone el artículo 5%, si ni siquiera 
configura un derecho? Solo pueden solicitar tal cosa. Enton- 
ces, si no se pone a los otros, es decir, a los estudiantes, está 
claro que no. 


Por otra parte, se invoca el interés general y en ese sentido 
fuimos muy explícitos en esta alocución al decir que hay un 
claro interés general en materia de quienes trabajan con la 
salud de las personas. 


Entonces, tenemos que laudar el interés general de la salud 
mental de las personas y el derecho al trabajo. Ahora bien, en 
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lo que no tiene que ver con la salud, ¿dónde está el interés 
general? He escuchado muy atentamente a los demás señores 
Senadores y nadie lo ha explicado. 


Se ha dicho que van a seguir ejerciendo como psicólogos 
laborales o publicitarios sin serlo. No es así y la ley es muy 
clara. Repito que la ley es absolutamente clara y dice que no se 
puede ejercer la profesión -es decir, la actividad propia del 
psicólogo- si no se tiene el título. De lo contrario, se estaría 
haciendo un ejercicio ilegal de la profesión. Sería como decir 
que se puede ser arquitecto sin tener el título. Todos sabemos 
que hay gente sin título que dibuja casas, pero no puede ejer- 
cer la profesión. En definitiva, no está el interés general en 
esto como lo está en la salud. 


Tampoco se previó una transición especial para quienes no 
van a poder ejercer en todo esto, al menos todavía, estable- 
ciendo, por ejemplo, una posibilidad de trabajo en donde no 
hay ningún valor de interés general, porque de un interés co- 
mercial cada empresario va a disponer. 


El señor Senador Heber preguntaba qué va a suceder con 
estos chicos. El tema es que la división entre el instituto tercia- 
rio y universitario no es menor, sino importante. Por ende, esos 
chicos van a quedar, como se ha dicho acá, con sus cursos no 
revalidados y sin una solución por la vía de la ley. 


Que no se nos diga, señor Presidente, que no se puede 
tratar entre todos de buscar una solución rápida ni encontrar un 
curso complementario para poner a rueda tanto a los estudian- 
tes como a los jóvenes recibidos, porque aquel que tenga quin- 
ce años de profesión seguramente podrá demostrar su notoria 
competencia -a no ser que esté incluido dentro de ese rubro de 
los que justamente no queremos que sigan ejerciendo porque 
representan un peligro para la salud- ya que si se trata de un 
profesional normal, habrá hecho los cursos y seminarios co- 
rrespondientes, pero si hablamos de un joven recibido hace 
uno o dos años, es seguro que no habrá tenido esa posibilidad 
por lo que no tendrá la currícula necesaria. Démosle entonces 
la oportunidad a través de un curso. 


Además, hagamos algo, porque si la ley sale así no habrá 
responsabilidad del Estado, y me preocupa mucho que en Sala 
se haya afirmado que sí la habrá -incluso, hay mucha gente que 
ha escrito también sobre la responsabilidad del acto legislati- 
vo- no por las demandas al Estado, sino por la situación espiri- 
tual. Hay que tener en cuenta, sobre todo, la situación y la 
sensación de gente que ha seguido estas carreras y que hoy, de 
repente, tienen la misma carga horaria de los que la cursaron 
quince años atrás y que van a quedar porque la hicieron en una 
Escuela que dependía de la Universidad. 


Insisto, señor Presidente, en que nuestra voluntad y nuestro 
propósito es reglar la profesión, pero pedimos una transición 
más humanizada, para lo cual estaríamos dispuestos a realizar 
los mayores esfuerzos, si ese fuera el temperamento del Cuer- 
po. Si no es así, nuestra conciencia estará tranquila en cuanto a 
que no hemos tenido la intención ni hemos dado el voto a 
sabiendas de que se generaba un daño. 
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SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SEGOVIA.- Deseo enfocar el problema de los pro- 
fesionales psicólogos y estudiantes de psicología desde el pun- 
to de vista de que no se está dando un tratamiento equitativo a 
los profesionales uruguayos respecto a otros de nuestra región. 
En tal sentido, quiero poner un acento fuerte en cuál sería la 
situación de los profesionales uruguayos psicólogos y cuál la 
de los estudiantes, que tanto preocupa en la transición. Insisto 
en que esta situación no es equitativa con la de los psicólogos 
de la región, si este proyecto de ley no se aprueba hoy y se 
dilata en el tiempo. 


El hecho es que en todos estos años de discusión se incor- 
poró el tema del MERCOSUR, que indica la necesidad de 
acelerar las reglamentaciones que rijan a la profesión de psicó- 
logo para que sean tenidas en cuenta para su habilitación en el 
MERCOSUR. La presencia de los profesionales uruguayos en 
la región MERCOSUR debe ser equitativa. Puedo dar testimo- 
nio personal por cuanto la profesión que ejerzo, de ingeniero 
agrimensor, no es la original; tuvimos que transitar desde el 
título de agrimensor a ser una rama anexa a la Facultad. De ahí 
fuimos andando por distintos caminos hasta lograr el título 
actual que nos habilita a trabajar en los demás espacios, ya que 
la profesión de agrimensor no era reconocida como profesión 
universitaria. 


Aquí hay un hecho que ha preocupado mucho al Senado y 
que tiene que ver con los tiempos de transición. Cuando se 
hicieron nuestros cambios y se tramitaron los tiempos de estu- 
dio para reválida, se hizo lo propio con títulos universitarios -y 
acá tomo el problema de los tiempos de estudio- de agrimenso- 
res que solamente estuvieron un año en la Universidad y de 
otros que estuvieron tres, cuatro o cinco años, porque fueron 
habilitados según las currículas desarrolladas en la Universi- 
dad de la República. Entonces no importaron los tiempos, sino 
la revisión de esa currícula, el cumplimiento de cursos, la prác- 
tica profesional y las especializaciones logradas en esos tiem- 
pos. 


En el MERCOSUR participamos directamente, antes de que 
estuviera en trámite la discusión, del tema de las reválidas 
desde el punto de vista del relacionamiento con las Universi- 
dades -tanto argentinas, paraguayas como brasileñas- y de los 
mecanismos que ellos han creado en el sentido de tener otra 
forma de habilitar la labor profesional. En esos tiempos de 
relacionamiento, parecía mucho más sencillo el que tendría- 
mos con Argentina que con Brasil, porque suponíamos que 
éramos un poco más cercanos profesionalmente. Sin embargo, 
quienes lograban un título en la provincia de Córdoba, no po- 
dían ejercer en Santa Fe, y los que lo tenían en esta última no 
podían ejercer en Corrientes, mientras el sistema brasileño ha- 
bía habilitado otras regulaciones. 


Fue una discusión larga y penosa, porque no se lograban 
las equivalencias en las currículas como para otorgar la ha- 
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bilitación a esos profesionales en los distintos países del 
MERCOSUR. Pero se llegó a una conclusión que creo que 
en definitiva es la que se está adoptando como mecanismo 
general: «que no hay cosa menos integradora que la reválida 
de los títulos profesionales». Se generaron hechos muy fuer- 
tes en cuanto a los mecanismos de reválida. Así también 
surgieron opiniones respecto al relacionamiento entre las 
Universidades, ya que, por ejemplo, una Universidad Fede- 
ral como la de Rio Grande do Sul aceptaba que el título 
habilitante en el Uruguay era el de la Universidad de la 
República, y lo reconocían revisando los planes de estudio. 


Por eso se revalidaron actuaciones de uno a cinco años 
universitarios. Señor Presidente: nosotros no estaríamos gene- 
rando una situación de equidad para nuestros psicólogos y para 
los propios estudiantes si retardamos, por el mecanismo que 
sea, el trámite legislativo más allá del Período que está a punto 
de finalizar. Indudablemente, si más adelante surge la necesi- 
dad de reconsiderar temas específicos, ya habrá tiempo sufi- 
ciente para hacerlo, y el señor Senador Atchugarry, que tan 
criteriosamente encara todos los temas, va a tener más tranqui- 
la su conciencia si hoy habilitamos el sistema y nos damos 
tiempo suficiente como para que los mecanismos sean absolu- 
tamente eficientes para lograr las equivalencias. 


Con lo expuesto, he querido decir que voy a votar favora- 
blemente el proyecto, y apoyado también en una experiencia 
personal. Asimismo, voy a votar favorablemente esta iniciativa 
con la satisfacción de saber que existe una gran parte de la 
población de nuestro país que sigue con expectativa creciente 
la aprobación de este proyecto y la generación de una real 
equidad para nuestros estudiantes y profesionales dentro del 
MERCOSUR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay más oradores inscritos 
para hacer uso de la palabra. Se va a votar en general. 


(Se vota:) 

- 27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

SEÑOR CID.- Pido la palabra para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Hago moción para que se suprima la lectura 
de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el artículo 1*. 
SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: a modo de fun- 
damento de voto, quiero decir que en este artículo 1” está el 
corazón del proyecto de ley y también aquello que, aun admi- 
tiendo imperfecciones derivadas de dos circunstancias -por un 
lado, la premura de los plazos legislativos y, por otro, los 
problemas a los que no pudimos encontrar solución- nos pare- 
ció que justificaba con creces su aprobación, y por tal motivo 
desde su consideración inicial en el seno de la Comisión de 
Salud Pública hemos colaborado en el desarrollo de su trámite 
parlamentario. Por otra parte, en la discusión general, cuando 
se hizo mención a varias disposiciones, no hemos querido inte- 
rrumpir a los señores Senadores durante el debate, pero cuan- 
do analicemos en forma particular cada artículo nos vamos a 
permitir clarificar, para la versión taquigráfica, el sentido en el 
cual fueron tomados. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Solicito que se rectifique la votación 
en general, porque cuando se llevó a cabo no estaba presente 
en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 

- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Según podemos observar, pare- 
cería que existe una mayoría que no está dispuesta en este 
momento a establecer la transición; por lo tanto, nuestra oposi- 
ción a su falta de transición la vamos a concentrar en la consi- 
deración del artículo 5*. 


Como es notorio, hemos votado favorablemente el pase a la 
discusión particular, si bien tenemos ciertas reservas con res- 
pecto a algunas disposiciones de este proyecto. En realidad, lo 
que deseamos es facilitarle al Senado el trámite de la aproba- 
ción de este proyecto, evitando ingresar en una discusión con 
respecto a cada artículo, ya que tenemos muchos asuntos ur- 
gentes para tratar. 


Por consiguiente, repito, vamos a concentrar nuestra decep- 
ción frente a la falta de un sistema de transición cuando se 
trate el artículo 5*. 
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Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Entendemos que el artículo 36 de la 
Constitución, que es el que otorga la libertad de trabajo y que 
es el que se mencionaba en oportunidad de analizarse si está- 
bamos dentro de las posibilidades de limitar el ejercicio de una 
actividad, como aquí bien se ha señalado, tiene las limitaciones 
que determina el interés general y que son las que se han 
establecido para todos los derechos individuales. 


La referencia que se hace con respecto a que pueda existir 
una actividad profesional de psicólogo que no está implicada 
con el tema de salud, a mi juicio, no es relevante, porque en las 
profesiones tradicionales -como las de abogado o arquitecto- 
la actividad se limita por razones de interés general, aunque no 
están afectando al bien esencial de la salud. De manera que si 
la decisión es reglamentar la profesión de psicólogo por esta 
circunstancia, el interés general está comprendido aun en el 
caso de aquellos que no estén vinculados al tema de la salud. 
Por lo demás, la jurisprudencia de este país ha admitido que 
para los casos en que existe una interpretación inadecuada o 
no estrictamente respetuosa de los derechos individuales, en el 
tema del interés general, hay una capacidad de poder plantear 
el asunto sobre la vía de la inconstitucionalidad, admitiéndose 
ésta en los casos en que se interpretó inadecuadamente la limi- 
tación relativa al interés general. 


Esta es la razón fundamental por la cual nosotros entende- 
mos que este punto se halla en el marco del artículo 36 de la 
Constitución, sin perjuicio de observaciones que formularemos 
en cuanto al régimen de la transición, pese a que no son óbice 
para aprobar el proyecto por las razones de urgencia que aquí 


se han planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1*. 


(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR BERGSTEIN-- Pido que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la votación. 

(Se vota:) 

- 28 en 29. Afirmativa. 

SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: nos parece útil 
fundar el voto, dada la expresión que se utiliza en el artículo 
3”. De acuerdo con esta disposición, quienes estén ejerciendo 
la profesión cuando entre en vigencia la ley y hayan cursado 
estudios de psicología en otros institutos, pueden pedir la habi- 
litación de la que ya se ha hablado ante la Comisión Especial. 
Esto se verifica en el texto legal cuando se dice: «tengan com- 
petencia notoria y título diferente», punto neurálgico de esta 
disposición. La discusión que se llevó a cabo en la Comisión 
de Salud Pública del Senado, en presencia de los delegados de 
la Facultad de Psicología de la Universidad de la República, 
dejó bien en claro que cuando se habla de título diferente se 
refiere a aquellos expedidos por institutos que no están com- 
prendidos en el artículo 2”. Esto es muy importante, porque ese 
artículo 3” soluciona la situación de todos los que están ejer- 
ciendo la profesión de psicólogo y no son egresados de los 
institutos a que se refiere la disposición que acabamos de votar 
antes, es decir, el artículo 2*. 


En definitiva, con respecto a la situación de los egresados, 
se buscó una fórmula, se creó una Comisión especial, y se dio 
la posibilidad de deducir recursos ante el Poder Ejecutivo así 
como la opción de recurrir a la acción de nulidad ante el Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo. Es decir que este tema 
se ha rodeado de todas las garantías necesarias y, como lo 
señaló el Decano de la Facultad de Psicología, se instituye al 
Poder Ejecutivo como tribunal de alzada respecto de los fallos 
de esta Comisión. Esto surgió a raíz de la duda que pudiera 
existir acerca de que quienes integren la Comisión pudieran 
constituirse en juez y parte. 


Me permito insistir, aunque sea reiterativo, que cuando se 
habla de título diferente se trata de aquel expedido por institu- 
tos que no están comprendidos en los apartados A) y B) del 
artículo 2*. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 4*. 

SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- Si bien tenemos alguna observación 
con respecto a este artículo, no es suficiente para crear un 
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obstáculo, dada la ya anunciada necesidad de que este proyec- 
to de ley se apruebe en la sesión del día de hoy. De todas 
formas, queremos dejar constancia de nuestras reservas en lo 
que se refiere a la integración de la Comisión. 


Nos parece bien que la Comisión Especial se integre con 
instituciones estatales, pero no estamos de acuerdo con que el 
contralor de los psicólogos formados en otros institutos sea 
realizado por quienes, a su vez, incorporan psicólogos al mer- 
cado de la profesión. Estimamos que una universidad de carác- 
ter privado, por más que haya sido reconocida y habilitada por 
el Estado, puede no contar con la neutralidad y la objetividad 
que representan el Ministerio de Educación y Cultura y la Uni- 
versidad de la República, sobre todo porque hay una cierta 
competitividad en la formación de los profesionales. 


Queríamos hacer constar esta observación simplemente por 
razones de reserva personal. 


Por otro lado, quiero destacar en este artículo 4* una garan- 
tía establecida para el período de transición, que es la siguien- 
te: «Las resoluciones serán individuales y fundadas». Esto ha- 
bilita el contralor al que aludía el señor Senador Carvalho, en 
la medida en que se podrán cuestionar las posiciones concretas 
que se manejen en el momento de juzgar a quienes se presen- 
ten. 


En otro orden de cosas, aquí se han manejado títulos regis- 
trados y otros que no lo están, pero que de algún modo lo 
estuvieron ante el Estado; tal vez en la actividad de esta Comi- 
sión y en cuanto establece los requisitos, sería importante que 
hubiera un reconocimiento de distinto alcance al psicólogo que 
no tuvo ninguna actividad registrada, por lo menos por el Esta- 
do, en lo que tiene que ver con su título, que para aquel cuyo 
título fue habilitado, aunque sea por institutos de actividad 
terciaria y no universitaria. Tal vez este sería un elemento que 
podría hacer más justa la determinación de los casos de admi- 
sión de los profesionales que se presenten a solicitar la habili- 
tación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 


- 28 en 29. Afirmativa. 
En consideración el artículo 5*. 
SEÑOR ATCHUGARRY - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Concretamente, quiero manifes- 
tar que nos hubiera gustado que cuando se establece el derecho 
a solicitar reconocimiento total o parcial de los estudios, refe- 
rido a los profesionales, se agregara la expresión «y también 
los estudiantes actuales». Asimismo, hubiéramos querido que 
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se previera un segundo inciso que dijera algo así como que se 
establecerán cursos complementarios para permitir complemen- 
tar -valga la redundancia- la preparación de aquellos que no 
resultaren habilitados en los términos que establezca la regla- 
mentación. ¡Mire, señor Presidente, que humilde la transición 
por la que hemos peleado en este tiempo! Lo que se ha hecho 
siempre en este país es darle oportunidad a la gente para que 
se «reenganche» cuando hay un nuevo sistema. 


Por estas razones, vamos a votar negativamente este artícu- 
lo, dado que en el ámbito de la Comisión no se dieron las 
condiciones para poder incorporar este tipo de normas, en esta 
o cualquier otra redacción, a pesar de que nos hubiéramos 
comprometido a un rápido trámite en la Cámara de Represen- 
tantes, por lo menos con nuestros colegas. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quiero aclarar que el artículo 5% 
puede crear alguna perplejidad en relación con el 3%, porque 
éste establece que los profesionales de la psicología deben 
solicitar, ante la Comisión Especial, la habilitación de su título 
para ejercer la profesión, mientras que el artículo 5” expresa: 
«Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3” de la presente 
ley, los profesionales de la psicología allí referidos podrán 
solicitar el reconocimiento total o parcial de sus estudios en la 
Universidad de la República u otras universidades o institutos 
universitarios habilitados por el Estado». Quisiéramos compa- 
ginar las dos disposiciones, porque al lector desprevenido -que 
no es el caso de los integrantes de este Cuerpo- le podría crear 
una gran perplejidad. El artículo 3% es aquel que establece la 
mecánica por la que el egresado solicita la habilitación para el 
ejercicio de la profesión, y lo dice específicamente: «habilita- 
ción de su título para el ejercicio de la profesión». Por su 
parte, el artículo 5” es una disposición subsidiaria, y por ello 
señala: «Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3%», y 
continúa: «podrán solicitar el reconocimiento total o parcial de 
sus estudios en la Universidad». Nos preguntamos para qué lo 
solicitan. Evidentemente que no es para el ejercicio de la pro- 
fesión, porque a eso se refiere el artículo 3”. En realidad, lo 
hacen a los efectos académicos, y decimos esto no sólo porque 
es lo que surge de la interpretación sistemática de ambas dis- 
posiciones, sino porque planteado ese tema -nuevamente me 
remito a lo que se habló en la Comisión de Salud Pública del 
Senado- el Decano de la Facultad de Psicología, reconociendo 
que el artículo 5% podía parecer contradictorio, aclaró su senti- 
do. El decía que esto no se hacía con motivo del ejercicio 
profesional, sino que se trataba de un reconocimiento a los 
efectos académicos o para continuar los estudios, etcétera. Por 
estas razones es que se insistió en este criterio. 


Reitero que el procedimiento para poder ejercer la profe- 
sión surge del artículo 3”, mientras que el artículo 5” es subsi- 
diariamente a otros efectos, como por ejemplo, los académi- 
COS. 
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No me puedo sustraer a hacer una referencia a la situación 
de los estudiantes de otros institutos, porque es un tema en el 
que pensamos mucho en las últimas semanas y, además, lo 
hemos hablado con ellos. La solución no es otra que pedir la 
reválida en la Universidad de la República o en la Universidad 
Católica, a los efectos de que los estudios que tienen realiza- 
dos hasta ahora no sean un callejón sin salida. Por honestidad 
intelectual, no tenemos más remedio que reconocer que, a nues- 
tro juicio, la solución no es perfecta ni mucho menos. 


En la sesión pasada, en oportunidad de la discusión general 
de este proyecto de ley, dijimos que nos parecía muy impor- 
tante la reglamentación inmediata de la profesión. Entonces, 
aun comprendiendo los buenos propósitos de quienes enten- 
dían que alguna observación podía ser rápidamente zanjada en 
el ámbito de la otra rama parlamentaria, nos pareció que está- 
bamos poniendo en peligro la aprobación del proyecto. Nueva- 
mente nos referimos a ese dilema que sabiamente menciona el 
refrán que dice que «a veces, lo mejor es enemigo de lo 
bueno». Entendíamos -y seguimos haciéndolo- que no cabe 
otra cosa -y, de alguna manera, interpreté que el señor Sena- 
dor Segovia piensa lo mismo- que regular la manera cómo se 
va a llevar a la práctica ese procedimiento de habilitación de 
los estudiantes, que quizás no sea la solución ideal sin descar- 
tar posteriores medidas legales. Con relación a ellos -y no 
tengo ningún reparo en reconocerlo- nos parece que debemos 
privilegiar el hecho tan importante de solucionar el ejercicio 
de la profesión, que se relaciona con aspectos fundamentales 
de la salud de las personas y que no puede seguir ejerciéndose 
en las condiciones en que se estaba haciendo. 


En el día de ayer volvimos a consultar al señor Ministro de 
Salud Pública, quien está compenetrado con el problema y nos 
insistió en la conveniencia de aprobar este proyecto de ley lo 
más rápidamente posible y en la identificación total de su Car- 
tera con esta necesidad. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Telegráficamente, quiero decir 
que acá se ha expresado con mucha claridad que los cursos 
efectuados en otros institutos no van a ser considerados váli- 
dos. 


Por lo tanto, en la medida en que no modifiquemos este 
artículo, dando una señal en contrario, los estudiantes perderán 
sus años de estudio; si esta noche se aprueba este proyecto de 
ley, ellos no sabrán qué hacer. Sé que no es lo que desea el 
señor Senador, pero es así, porque es lo que se ha informado. 


Muchas gracias, señor Senador. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con respecto a lo que acaba de 
decir el señor Senador Atchugarry, voy a subrayar lo siguiente. 
Aquí también se ha señalado que las reválidas son competen- 
cia de la Universidad y que fue una gran concesión por parte 
de ella el texto que se aprobó con relación a artículos anterio- 
res. 


Tal como dijimos en la Comisión de Salud Pública -y lo 
reiteramos ahora- ese no es nuestro punto de vista. No voy a 
decir que es sabido, porque no tenemos ese protagonismo polí- 
tico, pero estamos exactamente en la posición contraria, como 
hijos de la Universidad de la República que somos. Y para 
nosotros constituye una solución la redacción que dio la Cáma- 
ra de Representantes al literal B) del artículo 2”, que dice que 
podrán ejercer la profesión quienes tengan título otorgado por 
universidades extranjeras revalidado por la autoridad compe- 
tente. O sea que con mucha claridad, esta disposición no dice 
cuál es la autoridad competente, y esto también se señaló en la 
Comisión de Salud Pública del Senado. Esto significa que per- 
sonas que tenemos posturas ideológicas diferentes podemos 
coincidir en un texto legal con recíprocas concesiones y llegar 
a un consenso político como sucedió en este caso. Al decirse 
«por la autoridad competente», cada cual se queda con su cada 
cuala y se puede aprobar el texto. 


Yendo a lo que menciona el señor Senador Atchugarry, la 
situación es similar. Hemos conversado con autoridades uni- 
versitarias sobre este mismo problema y nos han dicho que 
todo se va a reducir a un trámite de reválidas. Sin embargo, 
otros piensan que no se van a considerar como válidos esos 
estudios. Hemos aceptado versión positiva que se nos ha dado 
y esperamos que funcione. No quiero entrar en casos específi- 
cos, porque hemos recibido muchos testimonios, y tratamos de 
mirarlos con la mayor objetividad posible. 


SEÑOR SARTHOU.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Cabe destacar que la Facultad de 
Psicología de la Universidad de la República tiene nueve años 
de antigitedad. Entonces, quienes optaron por estudiar esta ca- 
rrera en un instituto privado, posiblemente supieran que su 
actividad corría riesgos de que no fuera rematada con un título 
profesional. Esto me parece que es bastante claro. Si bien se 
maneja esa idea, de alguna manera el riesgo igual existe, por- 
que determinados estudiantes que podrían haber rematado sus 
estudios con un nivel profesional habilitado por la Universidad 
de la República, optaron por otro medio. Esto no quiere decir 
que por ello deban ser sancionados, pero es la consecuencia de 
la opción realizada. 
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Solamente podría darse un perjuicio en el caso de aquellas 
personas cuyos estudios sean anteriores a nueve años atrás, 
porque no tenían la opción de realizar su aprendizaje por la vía 
universitaria. 


Sin perjuicio de que uno es sensible al tema de los estu- 
diantes, estos son datos de la realidad y de una opción tomada; 
pero esto sucede con cualquier tipo de estudio privado que no 
se realiza en aquellos lugares que expiden títulos habilitados 
por la Universidad de la República. 


Era cuanto quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Como bien dice el señor Senador 
Sarthou, el hecho de haber realizado esa opción no es motivo 
para que reciban, directa o indirectamente, ningún tipo de san- 
ción, ya que pueden existir muchas razones por las cuales el 
estudiante o sus padres hayan optado por un instituto privado. 


No queremos derivar la discusión hacia otros temas, pero 
deseamos que quede claro que vamos a votar esta disposición 
en el entendido de que las universidades a las cuales estos 
estudiantes se vayan a dirigir para revalidar los estudios que ya 
tienen hechos, a fin de poder continuar con su carrera en insti- 
tutos que les permitan ejercer la profesión de psicólogos, para 
la cual se sienten vocacionalmente inclinados, estas Universi- 
dades, repito, tendrán las puertas abiertas y criterios amplios, 
tal como sus representantes lo han dicho en diversas conversa- 
ciones que hemos tenido con relación a este proyecto de ley. 
En ese espíritu es que votamos esta disposición. 


Por otra parte, como dijo el señor Senador Segovia en su 
intervención, habrá que mirar muy de cerca cómo se aplica 
esto en la práctica. 


Por otra parte, aprecio que el señor Senador Sarthou haya 
expresado en su reciente intervención que el hecho de que 
estos estudiantes hayan optado por un instituto privado no es 
motivo para que a la larga terminen siendo indirectamente san- 
cionados. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Me parece que en esta discusión que esta- 
mos llevando adelante, nos estamos olvidando de que el objeti- 
vo fundamental del tratamiento de este proyecto de ley es la 
regulación de la profesión de psicólogo. No estamos regulando 
la carrera, sino el ejercicio de la profesión de psicólogo. 


Muy por el contrario de lo que aquí se ha argumentado en 
el sentido de que los estudiantes van a quedar como rehenes, 
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considero que la aprobación de este proyecto de ley va a esti- 
mular a los institutos que hoy no tienen el nivel universitario, 
para que se pongan a tono con el resto de las Universidades. 
Entonces, se va a beneficiar ese grupo de estudiantes, puesto 
que van a exigirle a esos institutos que se capaciten y adopten 
las currículas para ser habilitados como Universidad. 


Ratifico, además, lo que decía el señor Senador Sarthou, y 
vuelvo a utilizar un argumento al que me referí en mi breve 
exposición. El Claustro -es decir, la regulación administrativa, 
científica y técnica de la Facultad de Psicología- se votó en 
1985. Hace 14 años, entonces, que la Facultad de Psicología 
está regulada por los tres Ordenes, al mejor estilo universita- 
rio. 


En consecuencia, todos aquellos institutos que pretendieron 
formar psicólogos ignorando que en el año 1985 se creó el 
Claustro de la Facultad, que en el año 1990 se llamó a los 
primeros cargos docentes y que desde esa fecha funciona una 
carrera normatizada y pautada en los tres pilares en que se 
asienta una carrera universitaria -es decir, investigación, exten- 
sión y formación- están engañando a la gente. En lo personal, 
no quiero habilitar, con la postergación de este proyecto de 
ley, que se siga preparando estudiantes con ese sistema, por- 
que a mí también me pesa que haya estudiantes que queden en 
esa situación, pero también me importan los pacientes que pue- 
den quedar rehenes y prisioneros de gente egresada que no es 
hábil para tratar ese tipo de enfermedades. 


En ese sentido, quiero dejar constancia de que el proyecto 
de ley de Reproducción Asistida -que presentamos y sobre el 
que trabajamos durante tres años- lo postergamos en su trata- 
miento -aun con todo el calor que hemos puesto, como le 
consta al señor Presidente- para que esta iniciativa, que ya 
tiene media sanción, tuviese la posibilidad de ser aprobada. 


Creo que, de este modo, estaríamos dando un paso trascen- 
dental para el futuro del país y de esta profesión que es muy 
importante en la vida del Uruguay. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 5*. 


(Se vota:) 


-23 en 26. Afirmativa. 
SEÑOR PAIS.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: hemos votado negati- 
vamente los artículos 3%, 4% y 5% de este proyecto de ley, 
pero estamos de acuerdo y hemos votado afirmativamente 
los artículos 1” y 2%, porque entendemos que son de peso las 
razones que se han expresado en Sala para regular el ejercicio 
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de la profesión de psicólogo, de forma tal que presente mayo- 
res garantías para la sociedad en su conjunto. 


Estamos de acuerdo con el principio y con el objetivo 
final de este proyecto de ley. Sin embargo, no nos ha conven- 
cido el tratamiento que se da, fundamentalmente en los artícu- 
los 3%, 4% y 5%, a la transición o a la consideración de las 
situaciones de los profesionales con títulos diferentes a los 
establecidos en el artículo 2* y con respecto a los estudiantes 
que hoy estuvieran cursando estudios en institutos distintos a 
los considerados como admisibles por esta normativa. 


Creemos que, como bien se ha dicho en Sala por parte de 
algún señor Senador, se podría considerar algún mecanismo de 
transición que previera una incorporación al régimen que de 
aquí en adelante la ley estatuya. Entendemos que tampoco son 
de recibo los argumentos que acabamos de escuchar con rela- 
ción al incentivo que van a tener los estudiantes para, a su vez, 
incentivar a los institutos. En realidad, no creemos que sea así. 
Sin duda, los institutos que no estén contemplados en el artícu- 
lo 2? van a tener incentivos o la necesidad de adecuarse a lo 
que establezca la ley. Ese no es el caso de los estudiantes que 
han invertido su tiempo y su esfuerzo, también su expectativa, 
tal vez equivocadamente o por circunstancias de necesidad, 
aspecto éste que es muy difícil de considerar al momento del 
tratamiento de un proyecto de ley que tiene carácter general. 


Pienso también que cuando nos referimos a que desde 1985 
existe la carrera universitaria en la Facultad respectiva, no es- 
tamos considerando a aquellos profesionales que tienen un tí- 
tulo con fecha anterior. En todo caso, tanto esos profesionales 
que se recibieron con anterioridad, como los estudiantes des- 
pués, hicieron uso de una opción legítima. 


Por lo tanto, compartiendo los fundamentos y los objetivos 
de este proyecto de ley, no hemos sin embargo acompañado la 
solución particular de la transición, porque no nos ha conven- 
cido. En estos asuntos, además de pragmática legislativa, tam- 
bién hay razones de principios que nos obligan a ser coheren- 
tes con nuestro pensamiento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores me per- 
miten, quisiera hacer un breve fundamento desde la Presiden- 
cia, a los efectos de facilitar el trámite de la sesión. 


Simplemente, quisiera decir que creo que ningún señor Se- 
nador está de acuerdo con que ejerza la profesión de psicólo- 
go, de ninguna forma, un individuo que no esté en condiciones 
de hacerlo en forma adecuada. Pienso que no hay señores Se- 
nadores que no estén de acuerdo en cuanto a que son las insti- 
tuciones universitarias del país -no exclusivamente las públi- 
cas, sino también las habilitadas en esta materia por parte del 
Ministerio correspondiente, tal como se establece en el texto 
del proyecto de ley- las que están en condiciones de brindar un 
juicio sobre la calidad de la formación necesaria para el ejerci- 
cio de la profesión. 
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Estoy de acuerdo con lo que se plantea en materia de regu- 
lación del ejercicio de la profesión; creo que hacía falta. Sin 
embargo, señores Senadores, debo señalar que me tomé el tra- 
bajo de leer las amplísimas actas y versiones taquigráficas de 
las muchas sesiones de la Comisión y del Plenario de la Cáma- 
ra de Representantes, y con franqueza no entiendo por qué en 
esa Cámara hubo una negativa cerrada a profundizar algo más 
en el tema de la transición. Comprendo que el Senado, que 
necesariamente tuvo un plazo muy breve -ya que el proyecto 
de ley estuvo muchos años en la Cámara de Representantes- no 
haya tenido el tiempo de hacerlo y que, entonces, haya predo- 
minado el ánimo de no terminar el Período sin aprobar esta 
iniciativa. Creo, honestamente, que en esta negativa a regla- 
mentar la transición, reiterada y no argumentada, hay algo más 
de lo que se ha dicho en Sala. 


En consecuencia, no he votado el artículo 5” -hasta de ma- 
nera simbólica- en la medida en que allí se ha identificado el 
punto en el cual este tema se iba a plantear. 


En ese sentido adelanto a los señores Senadores que, una 
vez promulgada la ley, voy a plantear a mi Bancada un proyec- 
to de ley para que entre en esta Legislatura, en el intento de 
buscar la regulación de esta transición, ojalá dentro del plazo 
de ciento ochenta días que tiene el Poder Ejecutivo para regla- 
mentarla. Espero que sea este mismo Senado el que tenga la 
oportunidad de examinarla en Comisión y luego en sesión ex- 
traordinaria. 


En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 8%, correspondiente a Disposi- 
ciones Transitorias. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el proyecto de ley aprobado por ser igual al 
considerado) 
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(Campana de orden) 


-Se ruega a los asistentes a la Barra que permitan que el 
Senado continúe su trabajo. 


13) IMUSIVI. Emisión de bonos del Tesoro. Solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo para designar un miembro 
del Directorio del Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: la Comisión 
de Hacienda se reunió hoy en forma extraordinaria para infor- 
mar al Cuerpo sobre el tratamiento de dos proyectos de ley. 


Uno de ellos refiere al IMUSIVI. Como todos recordare- 
mos, el Poder Ejecutivo envió un Mensaje mejorando la condi- 
ción de ese impuesto, o al menos modificándola, siendo remiti- 
do a la Cámara de Representantes, que ya lo votó con la nueva 
redacción. Ahora ha pasado al Senado para ver si este Cuerpo 
acepta los cambios aprobados por la Cámara de Representan- 
tes que, reitero, han sido auspiciados por el Poder Ejecutivo. 


El otro, y como fruto de algunas conversaciones con los 
sectores productivos, se vincula a un proyecto de ley de autori- 
zación al Poder Ejecutivo de emisión de Bonos del Tesoro 
Cupón Cero, cuyo Miembro Informante es el señor Senador 
García Costa. 


Solicito que se declare la urgencia de ambos asuntos y se 
consideren de inmediato, porque su importancia así lo amerita. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una consul- 
ta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿La propuesta implica tratar aho- 
ra, en este momento, los puntos del orden del día menciona- 
dos? 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Sí, señora Senadora. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que las mocio- 
nes de orden no admiten discusión. 


SEÑOR MILLOR.- No es mi intención discutirla, señor 
Presidente, sino que procuro hacer una sugerencia al señor 
Senador proponente, que de pronto la acepta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: deseo recordar que 
está pendiente la integración del Banco de Seguros del Estado. 
En ese sentido, hay una solicitud de venia que ha sido aproba- 
da por la Comisión correspondiente y en este momento hay 
quórum en Sala para votarla. 


En consecuencia, consulto al señor Senador Atchugarry si 
está de acuerdo con que primero se pase a considerar la solici- 
tud de venia del Poder Ejecutivo y luego los puntos que él 
acaba de mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador proponente 
de la moción de orden la amplía para incluir el planteo del 
señor Senador Millor, se votaría la declaración de urgencia en 
conjunto, porque también se trata de una urgencia. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Estoy de acuerdo, señor Presi- 
dente. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pregunto para qué se reunieron 
los coordinadores de bancada, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa vuelve a reiterar que se 
trata de una moción de orden y, por tanto, no admite discusión, 
de acuerdo con el Reglamento. 


Se va a votar la moción formulada por el señor Senador 
Atchugarry, con el agregado del señor Senador Millor. 


(Se vota:) 
-19 en 27. Afirmativa. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: no es la prime- 
ra vez que planteamos este tema, pero lo haremos todas las 
veces que el Senado funcione de esta manera. Digo esto por- 
que siempre aparecen solicitudes de tratamientos urgentes y 
seguimos postergando proyectos de ley que, según me consta y 
se vio en otras Comisiones por parte de los coordinadores, 
habría que impulsar, que ya cuentan con media sanción de la 
Cámara de Representantes. 


Vuelvo a señalar, pues, que advertimos urgencias distintas. 
Existen proyectos de ley muy importantes, pero resulta que, 
por una razón u otra, siempre son postergados para considerar 
otro asunto con carácter urgente. Sospecho que vamos a termi- 
nar la Legislatura adornando el orden del día con esos proyec- 
tos de ley, sin que se traten ni se voten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo resuelto por el 
Senado, corresponde pasar a sesión secreta. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 34 minutos) 
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14) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESIGNAR UN MIEMBRO DEL DIRECTO- 
RIO DEL BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO 


(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 39 minutos) 
-Dése cuenta de lo resuelto en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- El Sena- 
do, en sesión secreta, concedió venia al Poder Ejecutivo para 
designar como integrante del Directorio del Banco de Seguros 
del Estado al doctor José Albérico Camarero Placeres. 


15) IMUSIVI 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley por el que se susti- 
tuye el Impuesto a los Ejes por el Impuesto al Uso de la Infra- 
estructura Vial». 


(Antecedentes:) 


«Cámara de Representantes 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY. 


Artículo 1”.- Sustitúyese el Impuesto a los Ejes, crea- 
do por el artículo 15 de la Ley N* 12.950, de 23 de 
noviembre de 1961, en la redacción dada por el artículo 
196 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
y el artículo 316 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, por el Impuesto al Uso de la Infraestructura Vial 
(IMUSIVID y su producido será vertido al Fondo de 
Inversiones del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas (FIMTOP) y recaudado por la Dirección Nacional 
de Transporte del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. 


El mismo gravará el uso de la infraestructura vial 
por parte de los vehículos de carga de seis o más cu- 
biertas que circulen en rutas nacionales y se hará efecti- 
vo en cada oportunidad en que corresponda el pago de 
peaje. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
controlará en los pasos de frontera el pago por parte de 
estos vehículos de por lo menos una unidad y hasta dos 
unidades de IMUSIVI. El cobro del IMUSTVI será efec- 
tuado en los peajes del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, sean éstos propios o concesionados, o en su 
defecto en las dependencias de la Dirección Nacional 
de Transporte en los pasos de frontera. 
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El Poder Ejecutivo podrá designar agentes de per- 
cepción. 


Artículo 2”.- El importe de la unidad del IMUSIVI 
será fijado por el Poder Ejecutivo en hasta un valor 
máximo de 3 UR (tres unidades reajustables). 


Los valores iniciales de dicho importe se determina- 
rán considerando el monto devengado y percibido del 
impuesto sustituido en 1998 y el número y categoría de 
vehículos de carga que hayan circulado por los puestos 
de recaudación de peajes en rutas nacionales en igual 
período y los que la Dirección Nacional de Transporte 
estime que sean contribuyentes adicionales al IMUSIVI 
según lo indicado en el artículo 1” de la presente ley. 


En los años sucesivos se considerará el número de 
unidades del IMUSIVI percibidas en el ejercicio ante- 
rior. 


Artículo 3".- Facúltase al Poder Ejecutivo a adecuar 
los valores del IMUSIVI atendiendo al número de pues- 
tos de recaudación de peajes en rutas nacionales y a 
actualizar los valores a que refiere el artículo 2” de la 
presente ley en la misma ocasión que se ajusten los 
precios de peajes. 


Artículo 4”.- Antes de la entrada en vigencia del 
impuesto que se crea por la presente ley, el Poder Eje- 
cutivo determinará la fórmula de cálculo y los valores 
iniciales por categoría de vehículo de carga y su forma 
de recaudación, teniendo en cuenta el límite establecido 
en el artículo 2* de la presente ley. 


Para el Ejercicio 1999, se considerará que el hecho 
generador del Impuesto a los Ejes se configura al 31 de 
diciembre. 


Artículo 5”.- Los agentes de percepción tendrán las 
responsabilidades previstas en el Código Tributario. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 4 de agosto de 1999. 


Guillermo Alvarez 


Martín García Nin ler. Vicepresidente 


Secretario» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Atchugartry. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Señor Presidente: me voy a li- 
mitar a señalar las diferencias que se han incorporado en la 
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Cámara de Representantes a la iniciativa del Poder Ejecutivo, 
según se nos informa, fruto de una negociación con las gremia- 
les. Las diferencias consisten en lo siguiente. Por un lado, el 
Impuesto a los Ejes se configura el 1? de enero de cada año. 
En consecuencia, cuando vino el proyecto original del Poder 
Ejecutivo, el Senado introdujo una disposición diciendo que se 
repartiera, en proporción a los meses transcurridos y, por lo 
tanto, se facultara al Poder Ejecutivo a exonerar, por los meses 
restantes, del pago del Impuesto a los Ejes. Esto fue, en defini- 
tiva, para que no hubiera un doble gravamen; de lo contrario, 
se pagaba el Impuesto a los Ejes entero y, además, la tasa en 
los peajes. 


Fruto de esa negociación, señor Presidente, el Poder Ejecu- 
tivo entendió que tenía un compromiso de no cobrar el Im- 
puesto a los Ejes en 1999, porque a fines del Ejercicio 1998 
habían enviado el proyecto. Entonces, modifica la fecha de 
generación del impuesto al 31 de diciembre, con lo cual, si el 
Parlamento lo aprobara antes de esa fecha, naturalmente, no se 
configuraría el Impuesto a los Ejes en el Ejercicio 1999, que- 
dando librado exclusivamente a la tasa del peaje. 


La otra modificación de cierta significación es que se esta- 
blecía, para los camiones que hacen tránsito internacional, el 
cobro de dos unidades de IMUSIVI. El nuevo proyecto dice 
hasta dos, o sea entre una y dos, abriendo la posibilidad a la 
reglamentación de que en algunos puestos de peajes se cobre 
una y no dos unidades de esta naturaleza. 


Más allá de algunas diferencias menores, de redacción o de 
aclaración, esas son, señor Presidente, desde el punto de vista 
sustantivo, las dos modificaciones que introdujo la Cámara de 
Representantes a raíz de un Mensaje que -incluso- pasó rauda- 
mente por el Senado y fue redirigido a aquella Cámara, a los 
efectos de evitar una votación diferente. 


Es cuanto tenemos para informar y estamos a las órdenes 
para evacuar cualquier consulta sobre los temas en cuestión. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: yo he sido infor- 
mado de que nuestros representantes votaron esta modificación 
en la Cámara de Representantes. En primer lugar, o tengo mal 
el repartido o el artículo 2* dice «en hasta un valor máximo de 
3 Unidades Reajustables», refiriéndose al valor fijado para el 
impuesto. 


Por otro lado, me gustaría comprender la forma de cálculo. 


Cuando se trató el tema en una sesión anterior, expliqué 
que hay una realidad por la cual muchos vehículos de carga, de 
mediano porte, que se mueven entre los peajes de las 
rutas nacionales -fundamentalmente en el área metropolitana- 
se van a ver afectados. La idea que tengo es que van a pagar un 
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impuesto quizás más caro que el Impuesto a los Ejes que están 
abonando ahora. Entonces, me gustaría que el miembro infor- 
mante aclarara este tipo de cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el miembro in- 
formante, señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: son dos dis- 
posiciones distintas. El señor Senador Gargano refiere al mon- 
to en pesos, que no puede superar las 3 Unidades Reajusta- 
bles. Lo que yo informaba es que en el proyecto original se 
señala que a un camión se le va a requerir, al pasar por la 
frontera -según el inciso segundo del artículo 1” del proyecto 
original que aprobó el Senado- haber pagado al menos 2 
IMUSIVI. Quiere decir que, si no había pasado por dos peajes, 
tendría que pagar un complemento. El nuevo artículo 1” expre- 
sa «entre una y dos unidades de IMUSIVLD» , es decir que no se 
refiere a cuántos pesos cuesta el impuesto, sino a cuántas tasas 
se le exige pagar al camión, al cruzar la frontera. No sé si este 
punto queda claro. 


En cuanto a cómo se calcula, la ley parecería señalar, tanto 
en su versión original como en ésta, que al final la recaudación 
anual -es decir, transcurrido un año completo, lo que sucederá 
en el 2000- debería dar una cifra semejante a la que se recau- 
daba por el Impuesto a los Ejes. En consecuencia, no es fácil 
decir, camión a camión, si se va a pagar más o menos. Sí es 
seguro que los del norte del Río Negro no van a pagar nada, 
porque no tienen peaje. 


SEÑOR GARGANO- Por ahora. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Es correcto, por ahora. Pero, 
en cualquier caso, el conjunto de camiones nacionales va a 
pagar siempre menos. ¿Por qué razón, señor Presidente? La 
recaudación completa del Impuesto a los Ejes hoy la pagan los 
camiones nacionales. A partir de esta ley, como la recaudación 
se mantiene y los camiones argentinos, paraguayos y brasile- 
ños también pasan a pagar el IMUSIVL en su conjunto los 
camiones nacionales van a pagar menos. ¿Cuánto menos? Todo 
lo que se recaude por el pasaje de las unidades brasileñas, 
argentinas y paraguayas por nuestros peajes o a las salidas de 
las fronteras. Es decir que la relación entre lo que paga actual- 
mente el conjunto de camiones nacionales y lo que se recauda 
por los camiones extranjeros está en el orden del 100% al 0%; 
en el futuro, aunque no tengo las cifras actualizadas, dicha 
relación se situará en un 70% u 80%, frente a un 30% o 20% 
respectivamente. En consecuencia, en su conjunto van a pagar 
menos. Dependiendo de los recorridos de los camiones, está 
bastante claro que quien pase por más peajes va a pagar más, y 
no es imposible que algún camión, que tenga mucho trabajo y 
pase por rutas con peaje, termine pagando algo más de lo que 
pagaba hoy. Es probable, señor Presidente, pero si eso es así, 
es porque también habrá muchos otros camiones que están 
pagando nada o mucho menos porque, en su suma, los camio- 
nes nacionales van a pagar menos. Eso es seguro y matemáti- 
camente demostrable en función de que la recaudación se man- 
tiene constante e ingresan camiones extranjeros a pagar, cuan- 
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do aún no lo hacen. Sin embargo, para serle totalmente franco, 
señor Senador, no puedo descartar el hecho de que un camión 
que trabaje mucho en alguna ruta o en algún circuito arenero o 
de similar naturaleza, tenga que pagar muchos peajes. Además, 
al tener la sobretasa, es probable que algunos camiones arene- 
ros que van a las canteras de San José terminen pagando más 
que lo que hoy pagan por el Impuesto a los Ejes. Realmente, 
eso no lo puedo descartar. Pero también es claro que eso suce- 
derá con el que tenga más trabajo, porque quien tenga menos, 
también pagará menos. En eso residía el problema del Impues- 
to a los Ejes, que era un impuesto ciego, ya que no importaba 
si alguien trabajaba mucho o poco: siempre pagaba la misma 
cantidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me concede una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: quisiera agregar, 
a la clara explicación que acaba de dar el señor Senador At- 
chugarry, algo que está implícito en lo que él dice, pero que es 
conveniente subrayar. Con este proyecto se está subsanando la 
situación de competencia desleal en la que se encuentra el 
transportista uruguayo, frente a los transportistas de países li- 
mítrofes. Para dar un ejemplo, cuando viene el transportista 
brasileño no paga aquí el Impuesto a los Ejes, mientras que el 
uruguayo tenía que pagar en Brasil un impuesto asimilable al 
que estamos proyectando a través de este cuerpo legal, además 
del Impuesto a los Ejes que debía pagar en el Uruguay. Esta 
norma restituye, dentro del ámbito geográfico del MERCO- 
SUR, condiciones de equivalencia -hasta el momento inexis- 
tentes- con el sistema vigente del Impuesto a los Ejes, que sólo 
pagaba el transportista que empadronaba su vehículo en nues- 
tro país. 


Gracias por concederme la interrupción, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Comparto la idea de que hay que 
buscar algún mecanismo a través del cual los medios de trans- 
porte extranjeros que ingresen a la infraestructura vial urugua- 
ya paguen su utilización, de la misma manera en que lo hacen 
los transportistas uruguayos. En este punto estamos de acuerdo 
y es un reclamo que desde hace mucho tiempo estos últimos 
vienen haciendo. 


Lo que personalmente observo como muy complicado es la 
determinación a través de la cual el Poder Ejecutivo va a llegar 
a fijar cuánto paga cada vehículo. Este sería un primer punto. 
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En cuanto al monto global, estoy de acuerdo con el Miembro 
Informante porque seguramente los vehículos uruguayos paga- 
rán menos globalmente, ya que lo que se pretende es que la 
recaudación sea igual a la que se efectúa hasta el presente, en 
que los camiones extranjeros no pagan. Entonces, si ahora van 
a pagar y el monto que se va a recaudar es el mismo, obvia- 
mente, los camiones uruguayos van a pagar menos. 


Sí creo que existe un problema técnico para ajustar el mon- 
to del impuesto que, a mi juicio, no es acertado. Este criterio 
está librado a la discreción del Poder Ejecutivo, desde el mo- 
mento en que le estamos dando la facultad de hacerlo como le 
parezca bien, lo que no considero correcto desde el punto de 
vista legislativo, porque me parece una delegación de la fun- 
ción legislativa. 


Por otro lado, no creo que sea poco trascendente el hecho 
de que el área metropolitana de Montevideo y Canelones cons- 
tituye una atracción muy importante para vehículos de media- 
no y pequeño porte, que utilizan frecuentemente las vías de 
comunicación y que son, fundamentalmente, los que abastecen 
a la zona de productos que vienen a los mercados. A estos los 
vamos a afectar, porque creo que van a pagar mucho más y no 
sé si no habrá problemas. 


En estos últimos días hemos recibido, en este sentido, re- 
clamos de la gente que utiliza este medio de transporte para 
llevar adelante su tarea. Pienso que existe la certidumbre de 
que van a pagar más de lo que aportaban con el Impuesto a los 
Ejes. Quizás, si hubiera una disposición que dijera «En todo 
caso, ningún vehículo pagará más de lo que pagaba por el 
impuesto a los ejes», me quedaría un poco más tranquilo, pero 
eso no figura aquí. 


Voy a votar esta iniciativa -nuestra Bancada así lo ha deci- 
dido- pero no creo que sea acertada la forma de legislar que se 
está adoptando. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- El tema de este proyecto de ley siem- 
pre transitó a través de la Comisión de Hacienda en cuanto a 
su regulación, y se soslayó su tratamiento en la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas, donde fue considerado en varias 
oportunidades, contando con la presencia del señor Ministro. 


Indudablemente, hay algo que aceleró el tratamiento de este 
proyecto de ley, y es la problemática del transporte de carga 
tratado con el señor Ministro, durante el mes en curso, en la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas. Allí se hizo expresa 
mención a que el cambio al IMUSIVI constituía un tema de 
diseño para llegar a la solución del problema que se había 
presentado a nivel de los transportistas. El tema fue encarado y 
hubo explicaciones. 
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Por otro lado, hay un hecho que se manifiesta y es la situa- 
ción al Norte del Río Negro, que nos interesa particularmente 
ya que allí, en la actualidad no hay peajes. Por tanto, quienes 
transitan por ese lugar no pagan nada por tal concepto. Sin 
embargo, por parte del señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas se nos anunció que la única forma de financiar el 
mejoramiento de la Ruta 5 hacia el Norte es mediante un nue- 
vo peaje, pasando el puente de Paso de los Toros, lo que 
habilitaría a programar 100 kilómetros más de carretera en esa 
dirección que, de otro modo, resultaría absolutamente imposi- 
ble. Quiere decir que ya existen, por lo menos, previsiones en 
ese sentido. 


No obstante, surge lateralmente un elemento no planteado 
acá y es la intervención directa -desde el punto de vista econó- 
mico- de la orientación del eje vial en nuestro país. En el 
tratamiento del tema eje vial, que se ha vinculado al proyecto 
de ley aprobado ayer sobre el puente Colonia-Buenos Aires, se 
indicó que los ejes o corredores viales serían orientados en el 
país de acuerdo con las necesidades que plantee el mercado. 
Hoy aparece un orientador del eje vial, ya que no existirá 
camión de origen brasileño o argentino que no tenga directa- 
mente la propuesta de llegada hacia puntos del Sur del Río 
Negro que use esas vías. Seguramente, estos camiones van a 
transitar por zonas donde no hay peaje, ya que este es uno de 
los reclamos que permanentemente formulan, que Uruguay de- 
bería flexibilizar su situación con respecto a los peajes, a con- 
troles y al costo del transporte carretero en tierra uruguaya. 


Al señor Ministro le planteábamos que se había cometido 
un error de diseño y que, en ese sentido, reclamábamos por la 
orientación que ha dado el Poder Ejecutivo al problema del 
transporte, por ser éste un mecanismo de trabajo de Gobierno 
que termina siendo de Estado. ¿Qué ha sucedido y por qué 
repetimos el reclamo? 


El diseño de una «Ley de Acondicionamiento Territorial» o 
de Ordenamiento Territorial -sea cual fuere la palabra a em- 
plear- que no se produjo y que siempre se prometió a lo largo 
de esta XLIV Legislatura, habría evitado las discusiones de 
muchos de estos problemas, por cuanto gran parte de ellos 
surgen a raíz de que no hay una propuesta de ley en esa mate- 
ria. Digo que no existe esto, no porque no se haya transitado 
en el tema, sino porque no se ha presentado en esta Legislatura 
y sí ha sido objeto de discusión en el Poder Ejecutivo en su 
Consejo de Ministros, donde hubo objeciones muy serias al 
proyecto de ley en elaboración. 


Se nos ha indicado, entonces, que el mecanismo que se 
llevó adelante es el de orientar el eje vial según el mercado 
vinculado al transporte de forestación, pues el país en el año 
2000 iba a tener un camión por minuto en las rutas nacionales. 
Hubo promoción de una orientación nueva en cuanto a la flota 
camionera de transporte de Uruguay -pues se suponía que, de 
26.000 unidades, la mayoría era de carácter obsoleto- y que, en 
consecuencia, se iban a producir grandes modificaciones por- 
que a partir del año 2.000 habría un gran incentivo. La flota 
camionera se adaptó, se realizaron inversiones que tuvieron en 
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cuenta los caminos orientadores de la política de Gobierno. La 
ley de ordenamiento territorial, que era la que definitivamente 
iba a generar esa orientación, nunca llegó a conocimiento de 
las Cámaras. 


Se hizo la inversión en los camiones que, ahora, no tienen 
el tránsito requerido para ser viables en su funcionamiento. Es 
así que se producen estos desencuentros, ante los cuales el 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas -consta en la 
versión taquigráfica de la última reunión que mantuvimos con 
él- indica que la instrumentación de este impuesto al uso de la 
infraestructura vial -que tiene como fin sustituir el impuesto a 
los ejes- se debería acelerar, por cuanto es uno de los caminos 
para solucionar la problemática de los transportistas. Ya que 
hablamos de la presencia de peajes en todo el país, deseo 
señalar que quienes transiten más cerca de Montevideo paga- 
rán más peaje. Esto no es circunstancial, sino de acuerdo a 
cómo esté orientado el tránsito por el mercado. 


Quería hacer estas aclaraciones, porque repito no hubo una 
«Ley de Ordenamiento Territorial» ni una orientación en cuan- 
to al uso del territorio en nuestro país, pero se promocionó la 
compra de camiones y un mecanismo de transporte que llevó a 
la renovación de una flota que no puede circular en el Uru- 
guay. Se buscó la actualización de las flotas y se compraron 
camiones de gran tonelaje que hoy no pueden circular en el 
país, porque destrozan las carreteras. Por este motivo, cual- 
quier carretera que recorramos en este momento -doy fe de 
ello en la Ruta 5, porque circulo por ella prácticamente en 
forma semanal- está en reconstrucción, a raíz de la circulación 
de vehículos inadecuados, ya que no se previó cuáles debían 
sustituir a los anteriores. Llegó el momento en que el Impues- 
to a los Ejes debe ser sustituido por otro, pero no se indica 
cuál es la consecuencia del peso en el uso de esas carreteras, 
ni cómo funcionan las balanzas de control, de modo que los 
vehículos no lleven sobrecarga y estén deteriorando permanen- 
temente las rutas. 


Debo decir que el proyecto fue votado por nuestra Bancada 
en la Cámara de Representantes. Por otro lado, es cierto que si 
sufre alguna modificación en este momento, seguirá otro cami- 
no parlamentario. También es cierto que hay urgencia en resol- 
ver el problema, atendiendo las necesidades de los transportis- 
tas. En este sentido, no quiero quedar como rehén de este 
proyecto de ley para estar bien con los transportistas. Me pare- 
ce que este proyecto tiene deficiencias importantes, producto 
de la mala conducción de Gobierno, el que encargó al mercado 
decidir qué tipo de transporte iba a circular y por dónde debía 
hacerlo, y nunca se definió con respecto al eje vial. Sin embar- 
go, con esta propuesta hoy está dando orientaciones para el 
uso del transporte al Norte del Río Negro. Este hecho no coin- 
cide con las definiciones y argumentos que se dieron cuando el 
Parlamento, en la última etapa, votó el proyecto relativo al 
puente Colonia-Buenos Aires. 


Me preocupa la decisión de nuestros compañeros en la Cá- 
mara de Representantes, pero aun contrariándolos, desde ya 
adelanto que, tal como está redactado este proyecto de ley, no 
lo voy a votar. 
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SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Si me permiten, a modo de constancia, 
deseo hacer algunas consideraciones sobre el proyecto a estu- 
dio. 


En realidad, lo vemos como una solución al conflicto que 
ha habido en el transporte en los últimos días, frente a compro- 
misos que el propio Poder Ejecutivo y el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas habían adquirido con los trans- 
portistas de nuestro país. Confieso que, a mi juicio, no es la 
mejor solución. La voy a acompañar, con el fin de encontrarle 
solución a una situación de enfrentamiento que ha tenido lugar 
en el Uruguay. De alguna manera, esto es parte integrante de 
una serie de temas que están pendientes, relacionados con el 
transporte nacional. No creo que estemos mirando este tema 
como uno de los desafíos que existen actualmente en la región 
y no lo estamos haciendo, en función de la competencia regio- 
nal que hay en esta zona. Lo decimos, no solamente por el 
Impuesto a los Ejes -que a mi juicio debería haber sido deroga- 
do y no sustituido por otro- sino porque la empresa del trans- 
porte debe ser vista como uno de los temas fundamentales que 
el país tiene por delante, en cuanto a generar competencias y 
recursos en el área de servicios. Decimos esto, porque en oca- 
sión de votar otro proyecto de ley remitido por el Poder Eje- 
cutivo -relacionado con la equiparación del transporte nacio- 
nal y extranjero, en función del peaje- indicamos que este era 
uno de los temas pendientes que tenía el país. Evidentemente, 
me estoy refiriendo al Impuesto a los Ejes. Tampoco me quie- 
ro quedar en eso, porque sería muy estrecho de nuestra parte 
decir, solamente, que el Poder Ejecutivo -y en este caso, la 
Cartera de Transporte y Obras Públicas- tiene la obligación de 
reducir el gasto, a fin de poder bajar el Impuesto, en lugar de 
cambiarlo y darle otra vía, ya que dicho pago hasta puede ser 
injusto, en función del tramo de la carretera de que se trate. 
Hay cargas que, según el lugar por donde vayan, pueden no 
pagar peaje ni impuesto, a diferencia de otras que deben pagar 
hasta dos o tres veces el peaje. Es cierto que esto, tal como 
dice la reglamentación, será atendido, pero no me parece lo 
ideal, máxime porque el sistema de peajes no está bien diseña- 
do en el país. En realidad, es una forma de ir controlando 
aquello a lo que apunta toda la red vial nacional, o sea, acercar 
Montevideo y el Puerto. 


Por tanto, me gustaría contar con estudios que demuestren 
cuál es la mejor forma de cobrar los peajes nacionales para 
sustento de nuestras rutas. 


Hay otro tema que también es importante señalar. Los 
costos del transporte nacional son muy grandes, en lo que 
se refiere a los seguros. En verdad, tenemos seguros caros 
en la región e impuestos de patentes también muy caros. 
Hace pocos días mantuve una polémica con el señor Sena- 
dor Brezzo, a través de los diarios, a raíz de este asunto. 
Creo que es importante que nos refiramos a este tema ahora. 
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La patente promedio de un camión nuevo, en nuestro país, 
asciende a la suma de U$S 3.000 por año, en tanto en Ar- 
gentina es de U$S 150 y de aproximadamente U$S 100 en 
Brasil, durante los primeros 10 años, ya que luego no se 
paga más. 


Realmente, creo que estamos «remendando» una situación, 
sin tener presente la importancia de que el transporte del país 
esté en poder de la industria nacional. Pensamos que las Inten- 
dencias tienen que hacer un esfuerzo en esta materia. Digo esto 
acá y lo he planteado también en ámbitos partidarios, porque 
me considero habilitado para expresar que no se trata de que 
las Intendencias sean blancas, coloradas o frenteamplistas, como 
se nos contestó en un diario. Si los Intendentes blancos deben 
ser los primeros culpables, que lo sean. Me parece que debe- 
mos ir solucionando estos temas, porque el problema no es en 
manos de qué partido están las Intendencias o que el Partido 
Nacional tenga una red de 11 Intendencias, sino de que el 
transporte nacional no es competitivo, dado los costos que el 
Estado le impone. No es competitivo en función de los aportes 
que tiene que hacer a la seguridad social, de los seguros que 
tiene que pagar y de lo que se cobra por concepto de patentes. 
Estamos condenando y no ayudando a una industria -a mi jui- 
cio, el servicio del transporte es una industria uruguaya- que es 
importante y que, de acuerdo con la situación geográfica del 
Uruguay, debería ser el primer tema a considerar en nuestro 
país. Estamos situados en el medio del camino que debe reco- 
rrer la mercadería que se transporta entre gigantes. 


En cuanto a la idea del eje vial que mencionaba el señor 
Senador Segovia, estoy de acuerdo con que es parte integrante 
de la concepción de atraer el transporte a través de nuestro 
país; por eso voté el proyecto de ley sobre el puente y compar- 
to la idea de disminuir los impuestos al transporte, ya que la 
mano de obra que podamos generar siendo más competitivos 
en la región, será algo muy importante. 


No podemos estudiar este tema aisladamente, sino que de- 
bemos analizarlo en su conjunto. Tenemos que mirar con cui- 
dado la política del transporte nacional, porque es parte inte- 
grante del desarrollo. Pensamos que podemos salir fuera de 
fronteras a competir con muchas posibilidades, pero lamenta- 
blemente no es lo que está ocurriendo en la actualidad, en que 
el transporte extranjero compite dentro de nuestro país desleal- 
mente con nuestras empresas instaladas. 


SEÑOR ITURRIA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ITURRIA.- Coadyuvando con lo que decía el se- 
ñor Senador Heber, señalo que el transporte tiene una impor- 
tancia vital para el Uruguay por todo lo que representa. Ade- 
más, es un elemento de cooperación con la balanza comercial. 
En una oportunidad en que se analizaron varios temas en el 
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Consejo de Ministros, recuerdo que el señor Ministro Mosca 
decía que a pesar de todo lo que se señalaba como carga del 
transporte, en el Uruguay teníamos una balanza favorable en 
materia de transporte. Tal vez eso esté dado por la situación 
geográfica de nuestro país, como bien decía el señor Senador 
Heber. 


Quiere decir que este tema es de interés, no solamente para 
aliviar una situación de crisis o de dificultad, sino también 
para generar divisas que ayuden a compensar las deficiencias 
que a veces da la balanza comercial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Heber. 


SEÑOR HEBER.- Me parece que sería omiso de nuestra 
parte no señalar estos temas que no son de ahora. Sin embargo, 
debemos reconocer que no tenemos tiempo -digámoslo clara- 
mente- como para hacer una política nacional frente a los desa- 
fíos que la región presenta. Me siento en la obligación de 
referirme a este tema porque, prescindiendo de quien gane la 
elección, será uno de los problemas que tendremos que resol- 
ver en los primeros meses del año entrante. Si el resultado nos 
es favorable, sabemos por dónde tendremos que caminar. In- 
dudablemente, acá hay un asunto que debe ser resuelto por 
parte de los gobiernos municipales. Queremos decir esto con 
mucha claridad antes de la elección, sin saber todavía quiénes 
serán los próximos gobiernos municipales. Todos ellos debe- 
rán hacer un gran esfuerzo para respaldar el transporte nacio- 
nal. 


Existe una situación de ilegalidad y de falta de lealtad por 
parte de la competencia, dentro de nuestro país. No hemos 
instrumentado una chapa profesional que muestre lo que signi- 
fica tener una empresa que está al día con sus aportes, que 
paga y contribuye con el Estado solidariamente y que después 
se ve sometida a una competencia desleal por parte de gente 
que no está al día con sus aportes. Tenemos que ver muy bien 
los requisitos que se exigen y la actualización de las compa- 
ñías que establecen las condiciones óptimas de los camiones 
para poder circular. Eso es bueno para el país y para el trans- 
porte nacional, pero esas condiciones y exigencias no tienen 
que imponerse solamente a la industria nacional, sino también 
a los extranjeros que vienen a competir. Si eso es seguro para 
la industria nacional y para nuestras carreteras, también tiene 
que estar instrumentado para los camiones que vienen a com- 
petir a nuestro país. Ellos deben tener los mismos requisitos y 
pasar por los mismos exámenes. El sistema de balanza todavía 
no está claro y ha sido cuestionado por los propios transportis- 
tas. No puede ser que en un tramo de pocos kilómetros, dos 
balanzas del Estado den cifras totalmente distintas. Tenemos 
que analizar dónde está el problema. Tienen razón los que se 
quejan porque salen bien del Puerto y al hacerles otro control, 
el resultado es negativo y los multan. 


Por otra parte, el Estado no puede cobrar a los transportis- 
tas cuando no trabajan. En el mismo sentido en que el otro día 
nos referíamos a la agropecuaria, consideramos que el Estado 
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tiene que ser un buen socio del trabajo nacional y no una 
carga. Creemos que debe cobrar cuando el camión trabaja. Los 
impuestos actuales lamentablemente están castigando a quien 
hoy no está trabajando con su camión. Parado en su garage, 
está pagando impuestos y no lo puede hacer porque, de alguna 
manera, está comprometiendo sus ahorros o los futuros traba- 
jos que, en definitiva, pueda realizar. Ahí existe competencia 
desleal porque, indudablemente, para poder sostener y dar via- 
bilidad a su propia empresa, está pagando lo que no puede 
ganar. 


Me preocupa toda esta situación del transporte nacional y 
por eso quería aprovechar esta instancia para decir, nuevamen- 
te, que voy a acompañar este proyecto de ley, ya que en parte 
soluciona y «remienda» una situación de conflicto en el país. 
Personalmente, quiero ayudar a resolver los conflictos y no 
agravarlos. Creo que esa debe ser la misión de todos los parti- 
dos políticos. Estamos aquí para tratar de dar una mano al 
Gobierno, a fin de que encuentre los mejores caminos. Sin 
embargo, con esto no resolvemos el problema. Debemos dis- 
cutir qué transporte nacional tendremos en los próximos 10, 20 
Ó 30 años. Esa es una labor de gobierno que nosotros, como 
Partido, estamos dispuestos a hacer a partir del 1? de marzo del 
año 2000. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Muy brevemente, señor Presi- 
dente, quisiera hacer algunas puntualizaciones. Ya se han he- 
cho algunas consideraciones y, simplemente, voy a señalar dos 
O tres aspectos. 


En primer lugar, quisiera dar al señor Senador Heber la 
seguridad y la tranquilidad de que el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas está gastando menos, ya que tiene 2.400 
funcionarios menos que el 1? de marzo de 1995. Por lo tanto, 
le aclaro al señor Senador Heber que se está haciendo un es- 
fuerzo. 


En segundo término, considero que sin ninguna duda hay 
que bajar los tributos del sector transporte para que pueda 
competir, especialmente, después de la devaluación brasileña. 
Hoy se dio entrada a otro proyecto de ley que mejora el trata- 
miento impositivo en el patrimonio y, seguramente, después 
habrá que hacer lo propio con los aportes patronales. 


Quería dejar esta breve constancia para que nuestro silen- 
cio no se interpretara como una diferencia de opinión en cuan- 
to al futuro de este tema. Creo que todos los Senadores esta- 
mos interesados en desarrollar el sistema y tenemos bastante 
claro que las condiciones de competencia con Brasil son desfa- 
vorables -como señalaba el señor Senador Iturria- porque con 
Argentina siempre hemos tenido balanza positiva en materia 
de fletes. La situación con Brasil se había compensado en los 
últimos tiempos porque estábamos exportando con ese destino, 
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pero también existía el tema de la elección del flete, ya que en 
general la hace el exportador. Entonces, si exportamos más, 
tenemos mayores posibilidades de elegir los fletes. Ahora to- 
dos conocemos la situación que tenemos con Brasil y la caída 
de nuestras exportaciones. Entonces, este tema nos golpea por 
ambos lados. 


Obviamente, las medidas a favor del transporte no se termi- 
narán aquí y confiamos que en el decreto se tomen en cuenta 
algunas inquietudes como las que planteó el señor Senador 
Gargano, entre otros, a los efectos de que mejoren las situacio- 
nes que se han reportado. 


Esa será la labor que tendrá por delante el Poder Ejecutivo. 
SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Señor Presidente: quiero agregar un 
reclamo al diseño del proyecto de ley, en el sentido de que esta 
normativa transitó exclusivamente por la Comisión de Hacien- 
da -como lo habíamos dicho- y no llegó a la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas, donde se discutió el tema. Hoy, 
fuera de todos los mecanismos de coordinación que habíamos 
tratado de imponer como funcionamiento del Senado, aparece 
su tratamiento como urgente, que impide la profundización de 
algunas cuestiones muy puntuales. Quizás, si tuviéramos más 
tiempo, y se realizaran algunas modificaciones, este proyecto 
de ley podría contar con nuestro voto favorable. Pero esta 
iniciativa la recibimos hoy y pensamos que como mecanismo 
parlamentario tiene una insuficiencia que quiero dejar sentada. 


SEÑOR PONCE DE LEON-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Señor Presidente: sin duda, 
el tema del transporte es uno de los más importantes del país y 
todos conocemos las circunstancias vividas en estos últimos 
días. 


A pesar de las limitaciones y las imperfecciones que oca- 
sionan una atención coyuntural como la que se ha aludido, 
hay algunos elementos conceptuales claros que están alrede- 
dor de un sistema que, manteniendo el monto total de lo 
recaudado -tal como dice el articulado- sin duda incorpora el 
pago de los vehículos extranjeros; y en este sentido se produce 
una disminución global del aporte, por esta vía impositiva, del 
transporte nacional. De todos modos, vemos la dificultad de 
que la distribución de los peajes en el territorio nacional res- 
ponde no a la lógica del transporte, sino a la de la red, con una 
incidencia mucho mayor de los automóviles y de otros elemen- 
tos que no son los que aquí se están administrando. Así como 
la ley le confiere al Poder Ejecutivo en forma expresa algunos 
márgenes de decisión -seguramente, para tomar en cuenta la 
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dimensión de los vehículos u otros elementos de tipo coyuntu- 
ral- pensamos que en la vía de la reglamentación debería esta- 
blecerse que aquellos transportistas que circulan en zonas de 
alta concentración de peajes, no tuvieran un nivel de recarga 
que provocara una distorsión que, en algunos casos particula- 
res, llevara a exigencias muy grandes. En suma, sin cambiar la 
reducción global del aporte a que aludía el señor Senador At- 
chugarry, se podrían evitar algunas injusticias muy agudas. Así 
como se establece el pago mínimo en el paso de fronteras, 
debido a la ausencia de peajes al Norte del Río Negro, en la 
situación inversa, es decir, en las zonas donde existe alta den- 
sidad de peajes, la reglamentación debería establecer alguna 
forma de limitación para evitar el tipo de efectos a que aludía 
el señor Senador Gargano, hace unos momentos. 


Por todo ello, pensamos que ningún elemento del arti- 
culado del proyecto de ley obsta a que por la vía de la regla- 
mentación se incorporen aspectos que, con otros tiempos, po- 
drían haberse incluido. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: voy a ser breve, 
porque el compañero Senador Ponce de León ya ha expresado 
nuestra posición. 


Vamos a votar el proyecto de ley en el entendido de que el 
Poder Ejecutivo, al dictar las normas de su ejecución, en base 
a los artículos 2%, 3% y 4%, establecerá una disposición cuyo 
concepto será que en ningún caso los transportistas nacionales 
pagarán un régimen más gravoso que el que hoy están pagan- 
do. Nosotros desearíamos -porque pensamos que es una norma 
justa y compartida por el Senado- que hubiera alguna manifes- 
tación, no exclusiva de nuestra Bancada, a los efectos de que 
estas palabras no queden sólo como una especie de interpreta- 
ción de la ley, sino como un deseo vehemente del Senado en 
ese mismo sentido. Estamos seguros de que la sensibilidad del 
Poder Ejecutivo en este caso será positiva. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el miembro in- 
formante. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: todos me co- 
nocen desde hace años y no puedo garantizar nada sobre lo 
que no pueda estar seguro. Entonces, no puedo garantizar al 
señor Senador lo que me solicita. Sí puedo decir que haré la 
fuerza necesaria para que la reglamentación busque sistemas 
de descuento como los que tuvieron antes, quienes compraban 
cuponeras porque estaban ubicados a cierta distancia de los 
peajes. Lo cierto es que en esos casos había un beneficio, pero 
no le puedo garantizar al señor Senador Korzeniak que esto no 
se aplicará en ningún caso. Es más, pienso que en algunas 
circunstancias no es bueno que así sea. Por ejemplo, si tengo 
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un semirremolque para 45 toneladas y trabajo día y noche y 
«gasto» la carretera, no creo que sea justo que no pague algo 
más. Además, el proyecto de ley no habilita a fijar un tope. 
Quiero ser muy claro: cuando asumo un compromiso, lo cum- 
plo, así me cuesten los bigotes. Pero, francamente, no puedo 
asumir ese compromiso. Sí tengo la buena voluntad de tratar 
de gravar lo menos posible a los camiones de menor porte y de 
hacer que el Ministerio busque algún tipo de reglamentación, 
de la cual el país tiene bastante experiencia. 


Pero no puedo garantizar eso, señor Presidente, porque no 
encuentro un elemento, incluso en la propia iniciativa, que 
habilite al Ministerio en ese sentido. Además, hay que tener en 
cuenta el mecanismo práctico, puesto que no debemos olvidar 
que esto se paga todos los días y habría que implementar un 
mecanismo según el cual una persona que paga tantos peajes 
puede pedir que le devuelvan dinero porque se pasó de lo que 
corresponde al Impuesto a los Ejes; hay que recordar que los 
peajes no se pagan en función del número de matrícula. Enton- 
ces, ¿cómo se puede garantizar eso? 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.-- Pedí una interrupción al señor Miem- 
bro Informante con el fin de hacer notar las deficiencias que 
tiene el proyecto de ley en cuanto al mecanismo según el cual 
se va a articular su aplicación. 


Recuerdo que el señor Senador Atchugarry, hace una sema- 
na, cuando discutíamos la iniciativa relativa a los Bonos del 
Tesoro para el Instituto Nacional de Colonización, decía que 
primero había que conocer el proyecto de ley y después otor- 
gar los recursos. Le devuelvo la oración por pasiva, ya que 
ahora está poniendo el impuesto pero la forma de aplicación 
del gravamen no está elaborada. Esta no es una idea mía, sino 
que, si no me equivoco, me lo acaba de comentar la señora 
Senadora Arismendi. 


Además, quisiera decir algo que me parece importante. Sé 
que es intención del Gobierno de coalición el llevar el tema de 
la concesión de las carreteras al sector privado en forma prác- 
ticamente ilimitada, tal como lo demuestran las declaraciones 
del señor Director de Vialidad y del señor Ministro Cáceres. 
Este mecanismo de la concesión se aplica en función de un 
decreto ley de setiembre de 1984, en tiempos de la dictadura, 
que permite al Poder Ejecutivo realizar este tipo de obras. El 
mismo no ha permitido, por ejemplo, que la concesión de la 
doble vía a Punta del Este haya sido bien llevada adelante. 
Hemos hablado mucho de este asunto y, quizás, vamos a 
hacerlo alguna vez más en esta Cámara. Tampoco ha permiti- 
do -aquí me hago cargo de las aclaraciones que hacía el señor 
Senador Segovia, y las extiendo- que la Ruta 5 no tenga duran- 
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te algún mes del año -desde 1984 a la fecha- un tramo de 30, 
40 ó 50 kilómetros en reparación o que esté bacheada, tal 
como pasa con las Rutas 3 y 8. Ojalá podamos encontrar algún 
día un mecanismo que nos permita regularizar el tema del 
transporte y estudiarlo en forma conjunta. No es poco lo que 
está pasando. 


El señor Senador Segovia hablaba de la destrucción de la 
ruta por parte de los camiones y de las dificultades que tene- 
mos, por ejemplo, por haber suprimido las vías férreas, que 
hoy podríamos utilizar para maderas. Vamos a tener que inver- 
tir en vías férreas después de haberlas suprimido. Es decir que 
cerramos el ferrocarril en un lado y después lo tendremos que 
abrir para sacar la madera. 


Digo esto a simple título de aclaración. Nosotros vamos a 
votar la iniciativa con las aclaraciones que hicieron los señores 
Senadores Korzeniak y Ponce de León, pero verdaderamente 
vemos que no hay una idea acabada acerca de cómo organizar 
el transporte en el Uruguay. Tengo una imagen bastante lamen- 
table que aprecié -tal como lo hizo la señora Senadora Aris- 
mendi- el pasado fin de semana. Observé un tren descarrilado, 
cargado de madera, cerca de la estación Chamberlain, en la vía 
que viene desde Piedra Sola hasta esa localidad. Esa es la 
prueba de que no estamos en condiciones de transportar si- 
quiera lo que comenzamos a producir, que es la madera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Supongo que a esta hora no 
vamos a discutir acerca del ferrocarril ya que, justamente, to- 
dos recordaremos que no fue el sector de carga el que nosotros 
suprimimos. Entonces, estamos hablando de dos cosas distin- 
tas. 


Por otro lado, señor Presidente, creo, sí, efectivamente en 
las aclaraciones que hemos hecho; si el tema consiste en cómo 
organizar el transporte, podríamos discutir durante unos cuan- 
tos días. Por ello, francamente, digo que no tengo deseos de 
introducirme en este momento en él. Quisiera que ese deseo no 
se interprete como que comparto todos los puntos de vista que 
se han planteado. Además, señor Presidente, podría contestar 
algo al señor Senador Gargano, pero no vale la pena. Me pare- 
ce que estamos en este punto y no en otra cosa; pienso que lo 
importante es procesar este proyecto de ley y seguir adelante. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que al Miembro 
Informante le resta un minuto de tiempo para hacer uso de la 
palabra. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente, quisiera hacer una 
pregunta. 
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SEÑOR ATCHUGARRY.- En ese caso, finalizo aquí mi 
intervención para poder hacer luego uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tiene la palabra el se- 
ñor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Como se recordará, decíamos que 
vamos a votar en el entendido de que el Poder Ejecutivo esta- 
blezca algo que diga que en ningún caso se pagará más. El 
señor Senador Atchugarry explicaba que es imposible prome- 
ter eso. ¿Por qué? Porque una persona que trabaja mucho en el 
transporte puede tener que pagar más si está en una zona de 
peajes acumulados. Si en lugar de hablar de monto decimos 
que no se utilizará en la reglamentación un criterio más gravo- 
so que el actual, creo que ahí sí estamos hablando de un crite- 
rio. Es obvio que si antes una persona hacía cinco viajes y en 
el futuro hace sesenta, a lo mejor, le toca pagar más. Pero si el 
criterio no es ese, me pregunto qué es lo que se está logrando 
para aliviar la situación. Nada. Entonces, tampoco habría vo- 
luntad de hacer una manifestación diciendo que el criterio en 
la reglamentación o en las normas de ejecución de esta ley no 
será en ningún caso más gravoso para los transportistas nacio- 
nales. Esta es la pregunta, aunque no se descarta que pueda 
tener que pagar más porque tuvo que realizar más viajes. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Si nos vamos a introducir en el 
tema, entonces, tendríamos que hablar de los estudios de carga 
usuaria. ¿Qué es carga usuaria? Es la relación entre lo que el 
vehículo destruye o desgasta de la infraestructura y lo que 
paga por ello. Diría que en función de los estudios de carga 
usuaria, en su conjunto, los camiones nacionales, en relación a 
lo que desgastan, van a pagar menos. Eso es lo único seguro. 


Se pueden arbitrar mecanismos para tratar de contemplar 
parcialmente la situación, por ejemplo, del señor que trae are- 
na desde el kilómetro 35 Ó 40 de San José y hace catorce 
viajes diarios. Esa persona va a pagar más por el Impuesto a 
los Ejes, porque no hay forma de impedirlo aun cuando se 
introduzcan bonificaciones y demás en las temporadas donde 
se trabaja mucho. No puedo asegurar con respecto al pasado lo 
que sucede camión a camión, porque quizás esa persona ya 
estaba siendo muy subsidiada por los otros camioneros. O sea 
que el señor que usa un doble eje y que transita con diez 
metros cúbicos de agregados pétreos, haciendo 23 viajes 
por día, ya estaba siendo muy subsidiado por el resto de los 
vehículos, porque él está desgastando de una manera fantástica 
la infraestructura. 


Frente a esto, ¿qué es lo único que se puede decir en cuanto 
a qué vamos a promover que haga el Ministerio? Lo que se 
hizo toda la vida, que es lo que se puede garantizar; y no se 
puede hacer otra cosa. Hay mecanismos de descuentos para 
que la persona saque una cuponera por mes, porque es una 
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usuaria asidua. De esa forma, obtiene un descuento especial. 
Se puede tratar de arbitrar algún tipo de descuento para quie- 
nes tienen localizaciones claras y concretas muy cercanas en el 
área metropolitana. Estos son los mecanismos que el país siem- 
pre usó; y hasta ahí es lo que se puede hacer. No conozco otro 
mecanismo y no creo que se pueda aplicar. Tampoco es un 
tema de falta de voluntad política. Entonces, lo que sí puedo 
decir es que promoveremos con fuerza estos mecanismos, que 
son los únicos que conozco que en la historia del país han 
tratado de atender la situación del que vive cerca de los peajes 
y los cruza varias veces al día, porque, a su vez, para que su 
flete valga tiene que cruzarlo varios días. Además, creo que es 
justo que así sea y que efectivamente se le descuente. Digo 
esto porque una persona puede tener un semirremolque, cruzar 
una vez el peaje y hacer un viaje de 500 kilómetros, pasando 
nada más que una vez por él y estar desgastándolo. 


No hay mecanismos perfectos, salvo en aquellos países don- 
de hay peajes en todo su territorio. También quiero señalar que 
a pesar de todo, el camión uruguayo, cuando va a Buenos 
Aires, paga el doble por concepto de peaje que en nuestro 
país; debe abonar más de U$S 200. 


Insisto: tengo muchos defectos, pero el único que procuro 
no tener es aquél que haga que mañana alguien diga que el 
señor Atchugarry hizo un trato que luego no cumplió. 


En consecuencia, simplemente quería dejar expuesto mi pen- 
samiento, y decir que hasta donde me den los sesos y la expe- 
riencia, voy a empujar con mucha fuerza porque comparto que 
habrá algunas situaciones para atender. No puedo hacer otra 
cosa, señor Presidente, no por falta de voluntad, sino porque 
más no se puede plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se aceptan las modificaciones introducidas por 
la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
- 24 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR SARTHOU.- Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente. 
(Se vota:) 
- 23 en 25. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado.) 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Como fundamento de voto, quiero 
recalcar el incumplimiento del Gobierno ante compromisos con- 
traídos. 


Asimismo, reconozco la imposibilidad que tiene el señor 
Senador Atchugarry en cuanto a tomar decisiones en forma 
personal. De todos modos, el tema de la reglamentación no me 
da las garantías suficientes, más allá de que es algo legítimo y 
de que se espera una decisión legal acorde a la situación. 


No podemos desconocer que estas situaciones derivan de 
otros tiempos. El señor Ministro de Transporte y Obras Públi- 
cas, en la Comisión -y tenemos las versiones taquigráficas- 
reconoció haber recibido la Ruta 5 en condiciones erróneas de 
técnicas de estructura. A su vez, también asumió fracasar en el 
proyecto de AFE. Advierto que no soy yo quien lo dice, sino el 
ingeniero Lucio Cáceres en la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del Senado. En esa conducción con reconocidos erro- 
res quedará la reglamentación de este proyecto. 


También quiero decir que a nivel de la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas he vertido repetidos elogios a realiza- 
ciones del propio Ministerio, como así también a la forma de 
relacionamiento que mantuvo con ese Cuerpo. Más allá de eso, 
en las condiciones actuales y ante el reconocimiento expreso 
de este tipo de errores que originan estos vientos desfavorables 
en la política de transporte en el Uruguay, he votado negativa- 
mente este proyecto, sin dejar de reconocer que es un paliativo 
y camino parcialmente abierto al mejoramiento de la situación 
del transporte carretero en nuestro país. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- He votado negativamente, porque 
tomé conocimiento de este proyecto aquí en Sala y, por lo 
tanto, no he podido leerlo y estudiarlo. Por este motivo, no 
estoy en condiciones de pronunciarme favorablemente sobre el 
mismo. 


16) EMISION DE BONOS DEL TESORO CUPON CERO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería ingresar a la con- 
sideración del proyecto de ley sobre Bonos del Tesoro Cupón 
Cero. En tal sentido, la Mesa quisiera saber si el Miembro 
Informante, señor Senador García Costa, estaría dispuesto a 
comenzar su informe a esta altura de la sesión. 


Tiene la palabra el señor Senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- En realidad, señor Presidente, 
no tengo mayores inconvenientes en comenzar mi exposición, 
salvo que el Senado disponga el levantamiento de la sesión. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- No hay moción en ese sentido. 
Por lo tanto, se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue 
votada: «Proyecto de ley por el que se autoriza la emisión de 
Bonos del Tesoro para garantizar operaciones de reestructura 
de deudas que acuerden deudores agropecuarios, industriales y 
comerciales con las instituciones de intermediación financie- 
ra». 


(Antecedentes:) 
«PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1”.- Autorízase al Poder Ejecutivo a emitir 
Bonos del Tesoro Cupón Cero, con un plazo de pago de 
15 (quince) años, por hasta la cantidad U$S 250:000.000 
(doscientos cincuenta millones de dólares de los Esta- 
dos Unidos de América), valor nominal. 


La emisión autorizada por esta ley está comprendida 
en los topes previstos por la Ley N* 16.812, de 4 de 
marzo de 1997, computándose por su valor de mercado 
a la fecha de cada emisión, y no por su valor nominal. 


Artículo 2”.- A los efectos de esta ley, se entiende 
por Bono Cupón Cero a aquel cuyo rescate O pago se 
efectúa por su valor nominal a la par, en la fecha de su 
vencimiento. 


Artículo 3”.- La emisión será destinada a garantizar 
las operaciones de reestructuración de deudas que, vo- 
luntariamente, puedan acordar deudores agropecuarios, 
industriales, comerciales o de servicios, con las institu- 
ciones de intermediación financiera. 


Las condiciones de la emisión serán establecidas por 
la reglamentación; entre ellas, el límite máximo de las 
deudas objeto de reestructuración con garantía de Bo- 
nos del Tesoro Cupón Cero y sus aspectos financieros. 


Artículo 4”.- Una cantidad equivalente a la que sur- 
ge de aplicar la tasa de interés implícita al valor actual a 
la fecha de emisión será debitada de la cuenta Tesoro 
Nacional y acreditada en una cuenta especial del Banco 
Central del Uruguay. 


El monto total acumulado en esta cuenta especial se 
aplicará al rescate o pago de la emisión, a su venci- 
miento. 


Sala de la Comisión, 10 de agosto de 1999. 


Guillermo García Costa, Miembro Informante, 
Alejandro Atchugarry, Nahum Bergstein, Luis 
Eduardo Mallo. Senadores.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee) 
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- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: es notorio 
que dentro de las medidas que anunciara el Poder Ejecutivo en 
relación a diversas situaciones planteadas en el ámbito empre- 
sarial -relativas a su endeudamiento- se iban a presentar -y así 
ya han llegado al Parlamento- algunos instrumentos aptos para 
ir corrigiendo esa situación que se entiende dificultosa para los 
empresarios. Habrá que ver en el tiempo hasta dónde se puede 
revertir esa situación a través de las medidas que se nos hacen 
llegar. 


La que tenemos delante, que ha tenido un trámite muy bre- 
ve a nivel de la Comisión, fue enviada por el Poder Ejecutivo 
hace muy pocos días. La Comisión analizó la iniciativa e intro- 
dujo algunos correctivos al texto correspondiente. Concreta- 
mente, se trata del proyecto de ley sustitutivo que todos los 
señores Senadores tienen en sus bancas, que ya fue repartido. 


Vamos a referirnos esencialmente a este proyecto, y no 
abundaremos mucho, ya que se trata de una normativa muy 
sencilla; también es sencillo el sistema. Me refiero a la emisión 
de Bonos del Tesoro Cupón Cero. 


A tales efectos, señor Presidente, se debe analizar lo que 
implica la emisión que se autoriza en la relación entre acreedor 
y deudor, el uso que de la emisión se hace en tal relación y, 
por otro lado, la circunstancia del Estado emisor de esos Bo- 
nos y en qué forma maneja el débito que está creando por el 
monto que se autoriza en forma genérica; digo «en forma gené- 
rica», ya que no se van a emitir necesariamente en su totalidad 
ni conjuntamente. 


Con respecto a la relación entre acreedor y deudor: se auto- 
riza a efectos establecidos en la ley la emisión de Bonos del 
Tesoro Cupón Cero por un monto de hasta U$S 250:000.000. 
Se prevé por ello -y es dable suponer que va a llegar a efectivi- 
zarse en vastos sectores endeudados para los cuales se reserva 
la medida- que concurrirán al sistema financiero nacional, al 
sistema bancario, para requerir del mismo aplicar la fórmula 
prevista por esta ley y convenir una forma de pago mediando 
la entrega del Bono adquirido. La forma de pago a adoptar 
implica pues para el deudor la compra de determinado volu- 
men de los Bonos del Tesoro que se autorizan a emitir. Dichos 
Bonos serán entregados como pago a la institución bancaria 
acreedora, y poseen la virtud de tener un valor impreso mayor 
que el monto por el que se compraron, pero amortizan deuda 
por su valor escrito, razón por la cual el deudor obtiene en su 
débito una considerable rebaja. Su menor valor de compra 
obedece obviamente a que se amortizan recién a quince años 
de emitidos y no devengan intereses para el tenedor. 


Esa considerable rebaja será mayor o menor dependiendo 
de las condiciones que establezca el Poder Ejecutivo para la 
emisión, pero también de las que determine la institución fi- 
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nanciera con su deudor. Es dable suponer que serán condicio- 
nes genéricas para todo el sistema, probablemente -estoy ha- 
ciendo en esto un mero cálculo- liderado por el Banco de la 
República, que fijará los criterios centrales para manejar el 
sistema del Bono del Tesoro Cupón Cero. Hecho eso, el deu- 
dor habrá cancelado una parte, o la totalidad de su obligación, 
mediante la entrega de un valor nominal que coincidirá con la 
cantidad que de su deuda amortiza. 


A partir de ese momento, en virtud de que el acreedor va a 
obtener el pago en moneda contante y sonante -en este caso, 
dólares- y durante esos 15 años, el deudor habrá de convenir 
con el acreedor los intereses que por la deuda habrá de pagar. 
Eso también resultará de lo que acuerden acreedor y deudor, 
de las normas que en la emisión se hagan y, repito, de la 
actividad de todo el sistema financiero que, es harto probable, 
adopte circunstancias similares, con la presencia líder del Ban- 
co de la República. 


Esa es la situación entre acreedor y deudor. Este último 
deja de deber la cantidad representada por el valor nominal 
entregado y pasa a pagar un interés, obviamente, en moneda 
fuerte -porque el pago de la deuda también es en moneda 
fuerte- de ahí en adelante por 15 años. Esa es la primera rela- 
ción que contiene el sistema: acreedor-deudor y la utilización 
de una emisión especial que se hace con este destino. Esto es 
lo que dice la ley y que reseñaremos luego muy brevemente. 


Segundo aspecto: el Estado uruguayo emite una deuda pú- 
blica por valor de hasta U$S 250:000.000, que rescatará a los 
15 años, sin pagar por la misma -ahí está la diferencia cardinal 
con todo el sistema de emisión de deuda que ha realizado 
históricamente el Uruguay- ningún interés. Creo que nunca el 
país ha emitido deuda sin intereses, es decir, Bonos del Tesoro 
Cupón Cero, para expresarlo con la fórmula que el proyecto de 
ley utiliza y a la que financieramente se alude. Repito que no 
paga ningún interés y se limita a decir que a los 15 años -así se 
habrá de consignar en la documentación respectiva- va a levan- 
tar esos Bonos mediante el pago por el valor nominal que los 
mismos registren. Este estará en función del volumen que se ha 
emitido en el momento que se está rescatando. Durante ese pe- 
ríodo -lo indico ahora para evitar que los señores Senadores 
incurran en confusión- no sería necesario lo que la ley indica. 


El Poder Ejecutivo nos ha enviado el Mensaje correspon- 
diente y la Comisión de Hacienda ha trabajado en él durante la 
mañana, llegando a la conclusión de que no ve dificultad 
alguna en aceptar el sistema que aquel se fijó a sí mismo. 
Este es, ir devengando determinadas cantidades proporciona- 
les a los intereses y a la deuda, que se irán depositando en 
una cuenta especial del Banco Central del Uruguay para pa- 
gar esos U$S 250:000.000. Se trata de un sistema por el que 
el Poder Ejecutivo se va condicionando a sí mismo para crear 
un fondo que a los 15 años le permita amortizar esa cantidad 
de dinero o la parte emitida, si lo hace fraccionado, cosa 
harto probable, puesto que seguramente toda la deuda no se 
emitirá en una única oportunidad. Así, a medida que la va 
entregando, la irá rescatando a los 15 años, cuando se hará de 
la totalidad de la deuda. 
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Pensamos que el objetivo del Poder Ejecutivo en esta ins- 
tancia es garantizar, de la mejor manera posible, a los tenedo- 
res, diciéndoles -si es que vale la expresión de que un Estado 
se pronuncie en esa forma, en un diálogo absurdo- que no sólo 
va a pagar los U$S 250:000.000 a los 15 años -fraccionados o 
enteros- sino que además está reservando dinero para cumplir 
con esta obligación. Esta será la garantía para los tenedores de 
que hay una manera muy realista de llevar adelante el pago de 
los Bonos del Tesoro Cupón Cero. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto al señor Senador Garga- 
no que a esta sesión ordinaria le restan tres minutos, a no ser 
que se proponga prorrogarla hasta que culmine su exposición 
el señor miembro informante. Si no es así, de acuerdo con el 
Reglamento, tendríamos que interrumpirla a las 20 horas en 
punto. 


17) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- Dado que algunos Senadores tene- 
mos compromisos políticos, formulo moción para que se le- 
vante la sesión y continuemos mañana con la consideración de 
este punto -que se ubicaría en primer término del orden del 
día- cuya necesidad de aprobación muchos de nosotros com- 
partimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea señalar al señor 
Senador Gargano que habría que considerar antes de las 20 
horas la moción que acaba de presentar el señor Senador Ri- 
caldoni. 


Tiene la palabra el señor Senador Gargano. 
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SEÑOR GARGANO.- Mi intervención sólo me tomará diez 
segundos. 


Vamos a votar la moción presentada por el señor Senador 
Ricaldoni; no obstante ello, pediría que, de ser posible, se nos 
trajera un informe escrito describiendo el proyecto de ley por- 
que, ciertamente, hay muchas cosas que, más allá de que lo 
hemos recibido hace unos momentos, no las entendemos. ¿Qué 
es la tasa de interés implícita? Yo no lo sé. Está claro que este 
es un mecanismo de refinanciación, pero me parece que hay 
que leer el texto con mayor detenimiento y ver si simplemente 
se trata de esto, o hay otra cosa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Dejamos esto como el teletea- 
tro: planteada la pregunta, mañana vendrá la contestación, de 
modo que todo el público quede expectante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar el levantamien- 
to de la sesión y ubicar este punto en primer lugar del orden 
del día de la sesión de mañana. 


(Se vota:) 
- 21 en 22. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 59 minutos, presidiendo el 
licenciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes los 
señores Senadores Atchugarry, Bentancur, Bergstein, Brez- 
zO, Canet, Carvalho, Cid, Chiesa, Dalmás, Garat, García 
Costa, Gargano, Heber, Korzeniak, Millor, Pais, Pereyra, 
Quarneti, Ricaldoni, Sanabria, Sarthou y Segovia.) 
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